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Señores miembros del Jurado: 
La presente investigación titulada: “El principio de culpabilidad en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro del Organismo Supervisor de las Contrataciones 
del Estado”, que se pone a Vuestra consideración tiene como propósito determinar 
de qué manera el principio de culpabilidad en el procedimiento administrativo 
sancionador dentro del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado. 
Esta investigación adquiere importancia a partir de la última modificatoria (D.L. N° 
1272) de la Ley del Procedimiento Administrativo General N°27444 y en la cual se 
establece en el PAS la Responsabilidad subjetiva y objetiva, Ley N°30225 también 
fueron modificados (D.L N° 1341) y Reglamento de la Ley de contrataciones del 
Estado (D.S N° 056-2017-EF).  
Así, cumpliendo con el reglamento de grados y títulos de la universidad César 
Vallejo, la investigación se ha organizado de la siguiente manera: en la parte 
introductoria se consignan la aproximación temática, Antecedentes, marco teórico 
y la formulación del problema; estableciendo en este, el problema de investigación, 
los objetivos y los supuestos jurídicos generales y específicos. En la segunda parte 
se abordará el marco metodológico en el que se sustenta el trabajo como una 
investigación desarrollada en el enfoque cualitativo, de tipo de estudio orientado a 
la comprensión a la luz del diseño de la entrevista y análisis documental. Acto 
seguido se detallarán los resultados que permitirá arribar a las conclusiones y 
recomendaciones, todo ello con los respaldos bibliográficos y de las evidencias 









Página del jurado ii 
Dedicatoria iii 
Agradecimiento iv 





I. INTRODUCCIÓN 1 
1.1.  Aproximación temática                                                                                     2 
1.2. Antecedentes                                                                                                    4 
1.3. Marco Teórico                                                                                                   6 
1.4.  Formulación del problema de investigació                                                     30 
1.5. Justificación del estudio                                                                                  31 
1.6. Objetivos                                                                                                         32 
1.7. Supuestos jurídicos                                                                                         33 
II. MÉTODO 35 
2.1. Tipo de investigación                                                                          36 
2.2. Diseño de investigación                                                                      36 
2.3. Caracterización de sujetos                                                                  37 
2.4. Población y muestra                                                                           39 
2.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez                 40 
2.6. Métodos de análisis de datos                                                             42 
2.7. Unidad de análisis de datos: categorización                                       44 
2.8. Aspectos éticos                                                                                   45 
viii 
 
III. RESULTADOS 46 
3.1. descripción de resultados: técnica de entrevista                                47 
IV. DISCUSIÓN 66 
V. CONCLUSIONES 74 
VI. RECOMENDACIONES 74 
VII. REFERENCIAS 77 
ANEXOS 81 
Anexo 1: Matriz de consistencia                                                                82 
Anexo 2:                                                                                                     84 




















El presente trabajo de investigación titulado “El principio de culpabilidad en el 
procedimiento administrativo sancionador dentro del Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado”, tuvo como objetivo: Analizar de qué manera se aplica 
el principio de culpabilidad en los procedimientos administrativos sancionadores 
dentro del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado. Para dicho 
propósito se utilizó el método del enfoque cualitativo, tipo de investigación aplicada, 
diseño teoría fundamentada, teniendo como técnicas de recolección de datos a la 
entrevista y al análisis documental, que mediante sus instrumentos se recolectaron 
datos, que fueron codificados, procesados, resumidos y ordenados para obtener 
los resultados, los cuales se analizaron y discutieron llegando a la siguiente 
conclusión:  en nuestra legislación, el principio d culpabilidad es un requisito 
indispensable para la atribución de responsabilidad por la comisión de infracciones 
administrativas, esto ha quedado confirmado por el Tribunal Constitucional,  el cual 
señalado que en un proceso sancionatorio (penal o administrativo) la sanción puede 
sostenerse en la responsabilidad subjetiva del infractor que transgredió una regla 
de conducta prohibida por Ley.   













He present research work entitled "The principle of culpability in the sanctioning 
administrative procedure within the Supervisory Body of State Contracting", had as 
its objective: To analyze how the principle of culpability is applied in sanctioning 
administrative procedures within the Supervising Body of State Contracting. For this 
purpose, the method of qualitative approach, type of applied research, theory-
based design was used, using data collection techniques to interview and 
documentary analysis, which through their instruments were collected data, which 
were coded, processed, summarized and ordered to obtain the results, which were 
analyzed and discussed reaching the following conclusion: in our legislation, the 
principle of culpability is an indispensable requirement for the attribution of 
responsibility for the commission of administrative infractions, this has been 
confirmed by the Court Constitutional, which indicated that in a sanctioning process 
(criminal or administrative) the sanction can be sustained in the subjective liability 
of the offender who transgressed a rule of conduct prohibited by law. 


























1.1. Aproximación temática  
La aproximación temática busca en el tema de investigación la narrativa de los 
supuestos en miras de la importancia que tenga o pueda tener el ámbito legal, social 
y antropológico. Es decir, busca acercarnos a la realidad del problema, para 
describir o comparar el estudio de un fenómeno jurídico social  
El principio de culpabilidad busca el nexo entre el supuesto autor y el hecho lesivo 
antes de imponer la pena, a pesar que este hecho ya tuvo efectos dañinos. Este 
principio limita y restringe una expansión errónea buscando el equilibrio entre la 
sociedad y la imposición de la pena.  
Por lo antecedido orientándonos al campo del Derecho Administrativo encontramos 
que existe en la nueva modificatoria de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General N°27444 (en adelante LPGA) por el Decreto Legislativo 1272 en el Art. 
246, que regula los Principios de la Potestad Sancionadora de la Administración, 
habiéndose incorporado el Principio de Culpabilidad, en el inciso 10 del Art. 246.  
El principio de culpabilidad: la responsabilidad administrativa es subjetiva, salvo a 
los casos en que la ley o Decreto Legislativo se disponga la responsabilidad 
administrativa objetiva.    
La figura del deber legal en relación a las sanciones administrativas, facilita la 
explicación acerca de la matización que el principio de culpabilidad debe observar 
al entrar a regular en el procedimiento administrativo sancionador.  
En consecuencia, se debería tener cuidado en su totalidad de los procedimientos 
administrativos sancionadores que puedan terminar en la imposición de algún tipo 
de sanción, se pueda actuar de formar neutral, sosteniendo el propósito de definir 
la verdad de los hechos de la investigación.  
Por ende, nos encontramos con una problemática en la tipificación del Art. 220.- 
sanciones al consorcio, que establece que “Las infracciones cometidas por un 




imputan a todos sus integrantes de manera solidaria, salvo que, por la naturaleza 
de la infracción, la promesa formal, contrato de consorcio, o cualquier otro medio 
de prueba documental, de fecha y origen cierto, pueda individualizarse la 
responsabilidad”.  En la cual se modificó a través del Decreto Supremo N°056-2017 
Asimismo, mediante el Decreto Legislativo N°1341 se precisa que, por regla 
general, la responsabilidad es objetiva es la aplicable al infractor de la Ley N°30225, 
con excepción con los supuestos que la misma norma distingue.  
Así pues, el Decreto Legislativo N° 1341 aplica la responsabilidad objetiva al 
infractor de que presente documentación falsa, ya que no permite valorar su 
justificación o diligencia según la gradualidad de la LCE. Pero sin embargo en el 
50.1.  No obstante, si bien el Decreto Legislativo N° 1341 es explícito al fijar la 
responsabilidad objetiva de los infractores, mantiene ciertas dudas referente a su 
aplicación y es que la segunda parte de su enunciado preceptúa lo siente “la 
responsabilidad derivada de las infracciones previstas en este artículo es objetiva, 
salvo en aquellos tipos infractores que admitan la posibilidad de justificar la 
conducta”   
En otras palabras, con la modificación de la LCE, la responsabilidad objetiva aun 
no es absoluta en las infracciones previstas en la norma. Ello significa que los 
postores y proveedores se encuentran posibilitados de argumentar y contradecir 
las acusaciones de su presunta infracción conforme a los elementos que configuran 
la responsabilidad subjetiva, incluso a solicitar la gradualidad de la sanción en caso 
de que sea ineludible su aplicación, en excepción de los supuestos señalados 
anteriormente, entre los cuales se encuentra la infracción por la presentación de 
documentación falsa.    
En este caso, se aplica la sanción únicamente al consorciado que la cometió y no 
a todo bagaje de empresas que están vinculadas al consorcio. Donde debería 
existir una responsabilidad solidaria. 
En la presente investigación desarrollaremos en cada capítulo la comprensión del 
principio de culpabilidad como cada una de sus implicancias en la responsabilidad 





Los trabajos previos hacen referencia a las investigaciones anteriores vinculadas o 
conexas al objeto de la investigación que comúnmente se les denomina 
antecedentes. 
Al respecto, “los problemas en toda investigación científica se extraen de la 
realidad, aun en el caso de las investigaciones más profundas como la filosofía. 
Son producto de la observación e interpretación de fenómenos acaecidos en la 
realidad social o el ordenamiento normativo” (Aranzamendi, 2015, p.44). 
Trabajos previos nacionales 
Guevara (2016, p.126- 127), en su investigación titulada: “Análisis del principio de 
culpabilidad en el derecho administrativo sancionador a partir de la jurisprudencia 
del tribunal constitucional”, para obtener el título de abogada en la universidad de 
Piura, siguiendo el método cualitativo concluyó: 
El principio de culpabilidad en el Derecho penal, […], así pues, al afirmarse una 
responsabilidad de las personas jurídicas en el Derecho penal, dicha responsabilidad 
ya no debería ser considerada un punto crítico por quienes buscan incluir el principio 
de culpabilidad en el Derecho administrativo sancionador. Por otro lado, el principio de 
culpabilidad dentro del Derecho administrativo sancionador es un tema controvertido, 
y en la doctrina española existe un sector mayoritario que defiende esta postura, sin 
embargo, pese a los estudios que se han desarrollado, lo cierto es que ni la 
jurisprudencia ni la LRJPAC dejan una afirmación radical al respecto. 
Méndez (2014, p.75), en su investigación titulada: “la responsabilidad de los 
miembros del consorcio en la ejecución de los contratos suscritos con el Estado”, 
tesis para optar el grado de maestro en Derecho, siguiendo el método cualitativo 
concluyó.  
Los artículos 145 y 239 del RLCE el principio de causalidad al establecer la posibilidad 
de imponer sanciones al consorciado que no haya cometido infracciones ni ilícitas 
alguno en el ámbito administrativo. 
Espinoza (2013, p. 116), en su investigación titulada: “la infracción Administrativa 




Seguridad, siguiendo el método cualitativo concluyó. 
En un comienzo, se consideraba que las infracciones administrativas se cometían con 
independencia de las condiciones subjetivas del autor. Se trataba, pues, de lo que en 
la terminología moderna se denominan infracciones formales que generan una 
responsabilidad objetiva. Es con posterioridad que se introduce el elemento subjetivo 
de la culpabilidad, como consecuencia de la recepción de los principios del Derecho 
Penal por parte del Derecho Administrativo Sancionado. 
 La culpabilidad de las personas jurídicas por defecto de organización constituye el 
juicio de reproche que se formula frente a una persona jurídica porque ha omitido la 
adopción de las medidas de precaución que le son exigibles para garantizar un 
desarrollo ordenado y no infractor de la actividad de la empresa. 
Trabajos previos internacionales 
Rosito (2007, p. 241), en su investigación titulada: “EL "Delimitación del contenido 
de debido proceso adjetivo en el procedimiento administrativo sancionador y el 
proceso penal”, tesis para obtener por el título de Licenciada en Derecho, siguiendo 
el método cualitativo concluyó: 
Resulta de suma importancia que se emita normativa específicamente en lo que 
respecta al derecho administrativo sancionador, que establezca de forma concreta-tal 
y como lo hace el Derecho Penal, la forma de aplicación de cada una de las garantías 
y principios que conforman el debido proceso, en atención a las particulares de esta 
función punitiva estatal.  
Merchán (2011, p. 95-96), en su investigación titulada: “los actos idóneos e 
inequívocos como manifestación de la voluntad en la realización del tipo penal 
violación en grado de tentativa”, tesis previa a la obtención del título de Magister en 
derecho penal, concluyó:  
[...] el agente siempre estará presente en la culpabilidad, por ende, a mi parecer no 
existe una concepción ni puramente psicológico ni meramente normativo, ambas 
situaciones se presentan en la culpabilidad ya que todo acto nace en verdad en el 
interior (psique) del hombre y luego es exterior izada en el caso concreto en la actitud 
incorrecta frente a las exigencias del orden jurídico, […].  
Medina (2002, p.109), en su investigación titulada: “Génesis del Derecho 




Abogado. Concluyó:   
En suma, nuestro derecho administrativo no surgió de la nada ni es el producto de una 
simple copia o plagio del sistema de derecho administrativo francés. Tuvo su origen y 
sustento propio, bajo autoridades, instituciones, tribunales, controles al poder insertos 
en un sistema administrativo autónomo, el cual, en todo casi se ha ido alimentado con 
instituciones y procedimientos de diferentes sistemas, entre ellos, el francés los 
típicamente anglosajones y ahora, el sistema americano de derecho administrativo. 
1.3. Marco Teórico 
El marco teórico hace referencia a aquellas teorías o el conjunto de construcciones 
conceptuales, definiciones y proposiciones en relación al tema de investigación. Al 
respecto, Aranzamendi (2015, p.62) sostiene que: “El Marco teórico referencial 
desempeña un rol orientador acerca de la propuesta de investigación y permite 
tomar conocimiento de lo que otros teóricos o doctrinarios ya han expuesto en el 
pasado”.  
Enfoque del Derecho Constitucional 
Para la Constitución Política del Perú de 1993, el principio de Culpabilidad no está 
tácitamente citado, pero implícitamente lo podemos ubicar en el literal e) del 
inciso24 del artículo 2, el cual restringe aquella potestad punitiva del Estado. 
Para Santy (2017), menciona que el principio de culpabilidad se materializa en la 
ocurrencia de una serie de elementos, es decir es necesaria la aplicación de una 
pena que esté condicionada ya sea en dolo o culpa, o que tenga la capacidad de 
comportamiento en la existencia del derecho, es decir imputabilidad. Además de 
una motivación del autor sobre la situación, es decir exigibilidad. 
Enfoque del Derecho Penal 
El principio de culpabilidad inicio en el Derecho Penal como una potestad punible 
del Estado. Colocando los cimientos indiscutibles en el desarrollo de dicho principio. 
Según Santy (2017, p. 216) En el enfoque del Derecho Penal el principio de 
culpabilidad restringe aquella responsabilidad por el resultado o la denominada 
responsabilidad objetiva. Se reduce a dolo o culpa la imputación que pueda tener 




Es importante establecer que los tribunales han diferenciado a la culpabilidad como 
elemento que integra a la infracción dentro del procedimiento administrativo 
sancionador, versus la culpabilidad como aquel principio limitador del ius puniendi 
del Estado.  
Todo lo antecedido para determinar a la culpabilidad como requisito indispensable 
para configurar a la infracción administrativa. 
Derecho administrativo sancionado 
Potestad sancionadora de la administración pública. 
La finalidad del procedimiento administrativo sancionador es para realizar la 
investigación y de ser necesario, sancionar la presunta infracción cometidas por el 
efecto de un comportamiento prohibido por los infractores.  
La Estado tiene la facultad para expedir sanciones administrativas al igual modo 
que tiene el poder de imponer las sanciones penales, derivada del ius puniendi del 
Estado, no se puede comparar ambas, ya que no solo las sanciones penales son 
diferentes a las administrativas, sin embargo, tiene casi la misma finalidad de poder 
regula el proceder de las conductas del administrado que se le pueda atribuir la 
irregularidad para poder sancionar. “La administración se encuentra facultada para 
sancionar a los administrados por la comisión de infracciones establecidos por el 
ordenamiento jurídico” Guzmán (2016, p. 647). 
En la legislación nacional se ha venido admitiendo pacíficamente la capacidad de 
las entidades administrativas para decidir sobre las infracciones e imponer 
sanciones en casi todos los sectores de la vida social que son reglamentado por el 
Derecho Administrativo. Y también de acuerdo a la jurisprudencia comparada ha 
reconocido una serie de razones de índole práctico que justifican la acción 
sancionadora de la Administración. Las cuales son los siguiente: 
No sobrecargar en demasía a la administración de justicia con el cuidado de ilícitos 




Proporcionar una importante eficacia al dispositivo represivo en relación de los 
ilícitos menores. 
Fomentar una considerable inmediación de la autoridad sancionadora respecto de 
los administrados sancionados.  
Si bien la capacidad de las entidades administrativas para aplicar una sanción 
administrativa no se encuentra claramente identificado en la norma constitucional, 
el Tribunal Constitucional ha ratificar que esta constituye una manifestación del 
ejercicio de la potestad sancionatoria de la Administración y, como toda potestad 
en el contexto de un Estado de Derecho, se encuentra limitado, en cuanto a su 
particular validez, al respeto de la Constitución, de los principios constitucionales y, 
en particular, a la obediencia de los derechos fundamentales. 
 Al respecto, asimismo se ha afirmado que la potestad sancionadora atribuida a la 
Administración Pública se interpretar en un legítimo poder obtenido del 
ordenamiento jurídico y conducir al mejor gobierno de los distintos sectores de la 
vida social. Desde esta circunstancia, dicha potestad tiene como principal 
característica su carácter represivo, el cual se acciona ante cualquier alteración o 
incumplimiento del orden jurídico. “Como se puede apreciar, la potestad 
sancionadora constituye un poder natural de las competencias otorgadas a la 
Administración Pública en determinadas materias, especialmente en las referidas a 
la ordenación y regulación de las actividades en la sociedad” Martin & diez (2012, 
p. 45), No obstante, en el entorno de un Estado de Derecho, dicha potestad no se 
ejercita de manera arbitraria, sino que se encuentra restringido al respecto de las 
disposiciones previstas en la Constitución y los derechos fundamentales de los 
administrados. 
Según la Sentencia del Tribunal Constitucional (Exp. N° 2050-2002-AA/TC) la 
legalidad, culpabilidad, tipicidad, entre otros, constituyen principios básicos del 
derecho sancionador que no solo deben aplicarse en el ámbito del Derecho Penal 
sino también en materia de Derecho Administrativo Sancionador. 
Actualmente bien, el Decreto legislativo N.° 1272, al cual vamos a referir modifico 




administrativo. Primer lugar, la norma materia de cometario modificado el artículo 
246 de la Ley N.° 27444, en la cual se incorporado uno de los principios básicos 
que el TC, manifestaba que debería ser parte del procedimiento administrativo 
sancionador que es la culpabilidad, así como la estructura y las garantías previstas 
para el referido procedimiento. 
Hoy en día está señalado en el Capítulo III del Título IV del Texto Único Ordenado 
de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 006-2017-JUS (en adelante, el TUO de la Ley N° 27444) 
regula los principios, reglas, garantías aplicables en el procedimiento administrativo 
sancionador.  
En esa línea, el reconocido jurista español Gómez (2016) La administración pública 
debe servir como colador para disminuir el nivel de controversia para la población, 
solucionar los problemas y permitiendo así disminuir los conflictos, y los que no se 
puedan solucionar entren al poder judicial.  
Procedimiento administrativo sancionador 
La actuación funcionario sancionador son aquellos actos que lleva a cabo la 
investigación de la probable infracción administrativa derivada de la falta del deber, 
por parte del administrado.  
El procedimiento administrativo sancionador es comprendido para Navas (2013), 
en término particulares, son un conjunto de actos destinados a determinar la 
presencia de responsabilidad administrativa, esto es, la comisión de una infracción 
y como consecuencia la aplicación de una sanción. Dicho procedimiento forma, 
además, una garantía fundamental y el cauce a través del cual los administrados, 
a quienes se les imputan la comisión de una infracción, hacen respetar sus 
derechos fundamentales, frente a la Administración Pública. “El procedimiento 
sancionador garantiza la intervención de la Administración se lleve a cabo de una 
manera ordenada y orientada a la consecución de un fin y respetando un mínimo 
de garantías para el administrado” Guzmán (2016, p.643). 
Su trascendencia presenta una doble magnitud, por un lado, es el mecanismo 




de otro lado, constituye la vía para acceder a ofrecer al administrado las garantías 
idóneas para el respecto de sus derechos fundamentales.  
La particularidad del procedimiento administrativo sancionador, con relación al 
procedimiento general, reside en la necesidad de interpretar en reglas 
procedimentales determinadas garantías constitucionales que protegen al 
administrado frente al ius puniendi estatal. Moron (2011).  
Sobre el particular, el Tribunal Constitucional ha resaltado que las entidades de la 
Administración Pública tienen la deber de analizar los principios del procedimiento 
sancionador, toda vez que estos garantizan el respeto por los derechos del 
administrado. El Tribunal Constitucional ha considerado que la Administración 
Pública no puede dictar actos administrativos sancionatorios, sin conceder las 
garantías del debido proceso en sede administrativa sancionatoria, en cuanto a los 
derechos humanos para lograr todas las garantías en lograr decisiones justas, no 
estando la administración excluida de cumplir esta obligación. 
Sujetos del procedimiento administrativo sancionador 
 De acuerdo con el inciso 1 del artículo 253 del TUO de la Ley N° 27444, el 
procedimiento administrativo sancionador se inicia siempre de oficio, ya sea por 
propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición motivada de otros 
órganos o entidades o por denuncia. De lo destacado, se termina que en todo 
procedimiento sancionador constantemente habrá, como mínimo, dos integrantes: 
la autoridad administrativa a quien claramente se le ha atribuido la potestad 
sancionadora y el administrado a quien se atribuye la infracción. 
Sin embargo, “la imposición de una sanción administrativa puede encontrase para 
devolver a la sociedad la confianza en la vigencia del derecho”. (Gómez y Sanz, 
2010, p.291). 
Es necesario primero establecer la existencia de la responsabilidad por parte del 
administrado, para posterior colocar las sanciones correspondientes. La 
Administración tiene la potestad de colocar e imponer sanciones también a 





Es importante fijar la prevención que tiene la Administración y de esa manera 
restringa y sancione las vulneraciones de la normativa sobre aquellos casos 
administrativos en donde la intervención oportuna y cuidado necesario han sido 
previstos anteriormente.  
Se busca cumplir dos objetivos con la aplicación del procedimiento sancionador. El 
primero da autorización para que el órgano que tenga la potestad sancionadora 
compruebe a ciencia cierta si se ha cometido alguna falta.  
Mientras que el segundo objetivo como medio para garantizar la defensa del 
supuesto infractor, de esa manera pueda ejercer su derecho, y pueda alegar y 
probar lo que para el administrado sea favorable, como también controlar la 
actuación inquisitiva que pueda tener la administración. 
Autoridad administrativa  
La administración pública es considerada como el grupo o conjunto de organismos 
cuyas tareas o actividades se desarrollan dentro del derecho público, es decir busca 
satisfacer el interés y las necesidades del público por parte del Estado. 
Guzmán señala que la administración pública “es un término de límites imprecisos 
que define al conjunto de Organizaciones estatales que realizan la función 
Administrativa del Estado” (2016, p. 19).  Es decir, todos aquellos que tengan que 
ver con el desempeño administrativo en la sociedad. En miras de satisfacer las 
necesidades, requerimientos y formalidades del administrado. 
De un enfoque formal, se determinaría que la administración pública tiene la 
autonomía, el poder político, la capacidad y facultades para satisfacer las 
necesidades el interés general.  
Si lo visualizamos de un enfoque material, consideraríamos que es la actividad que 
regula y maneja los problemas de gestión y de subsistencia propia, tanto como para 
interrelaciones con otros organismos homólogos como directamente con los 






Es considerado administrado a cualquier persona natural o jurídica que tiene 
intereses con la Administración Pública para hacer valer sus derechos en base al 
Derecho Administrativo. “El administrado es la persona natural o jurídica que, 
cualquiera sea su calificación o situación procedimental, participar en el 
procedimiento administrativo” Guzmán (2016, p. 377).  
Para la doctrina la definición de administrado adquiere dos concepciones, el cual 
denomina a la de administrado simple y de administrado cualificado, siendo su 
sinonimia una relación de género y especie. 
 Cuando hablamos del administrado simple nos referimos a cualquier persona, ya 
sea natural o jurídica que requiere urgentemente crear un nexo entre la 
Administración como resultado de los actos o requerimientos que aparecen con el 
ejercicio de la administración, y que la misma normativa le otorga a la 
Administración para que cumple con satisfacer el interés común. 
Contrario censo, cuando nos referimos al administrado cualificado, hablamos de 
aquel que tiene constantemente una relación dependiente con la Administración, es 
decir requiere de la administración para su existencia, donde tenemos por ejemplo 
al preso, al estudiante, al usuario de servicio público. Moron (2011). 
Donde se establecerán relaciones de mutualismo con base directo a la Ley. Esto 
puede ser consecuencia de un acto o contrato administrativo, como ejemplo una 
concesión de servicio público.  
Las sanciones  
Las sanciones administrativas pueden ser definidas como toda aquella exigencia 
de una situación gravosa o perjudicial para el administrado, ocasionar como 
consecuencia de la contravención al ordenamiento jurídico. Su finalidad 
especialmente es de carácter represivo. Al respecto, García de Enterría (2011, p. 
1064), plantea la siguiente definición, “Por sanción entendemos aquí un mal infligido 




Este mal (fin aflictivo de la sanción) consistirá siempre en la privación de un bien o 
de un derecho, imposición de una obligación de pago de una multa (…)”  
Infracciones administrativas 
Las infracciones administrativas pueden surgir cuando realizamos o dejamos de 
realizar alguna acción que altera o impide la paz, el orden o la armonía social. Tiene 
sus leyes y reglamentos que establecen y sancionan diferentes infracciones 
administrativas.  
Según Cavero (como se citó en Nieto, 2012) considera que asegurar las 
expectativas sobre el funcionamiento global de un sector de trafico social con las 
normas, busca que estos sectores no colapsen. A diferencia de la norma penal que 
solo protegen a la denominada identidad normativa, esta que es esencial para la 
sociedad.  
Éstos procuran mantener y asegurar el orden y el sosiego de la colectividad. Por 
ende, el tener expresiones, o en el caso actos que van en contra de la sociedad 
que estén orientados a desmerecer la dignidad de la persona o personas va en 
contra del orden social que se busca alcanzar y serán sancionados.  
Para Gómez y Sanz (2010) el derecho administrativo sancionador se puede dirigir 
por aquellos principios que están establecidos en el derecho penal como se pueden 
mencionar el de legalidad, tipicidad, culpabilidad y punibilidad, omitiendo, pues, la 
referencia a la antijuridicidad, la cual, sin embargo, como resulta evidente, es 
preciso que concurra, ya que no puede haber una infracción administrativa que 
simultáneamente no sea contraria a derecho. 
 
 
Fundamento del principio de culpabilidad  
Apoyándose en tesis retribucioncitas, asimismo llamadas teorías absolutas, porque 
el fin de la pena no se centra en el seguimiento del fin social, se mantiene que la 




será justa cuando la misma coincida en la permanecía e magnitud con la gravedad 
del delito, en el transcurso del tiempo esta teoría  defendida por la  filosofía del 
idealismo Alemán, sobresaliendo autores como Kant y Hegel, los cuales coinciden 
sobre todo en la situación de negar que la finalidad de la pena sea preventiva puesto 
que comparan la intimidación como “cuando se levanta un palo contra un perro: y 
al hombre no se le trata según su honor y libertad, sino como a un perro”.  
de igual forma, la jurisprudencia alemana hizo referencia a la teoría retributiva 
cuando, por ejemplo, en BGHST 24, 134, se sostiene: “la pena no puede desligar 
en cuanto a su contenido ni hacia arriba ni hacia debajo de su precisión como 
compensación justa de la culpabilidad”, es decir, que existe una vinculación estricta 
entre la pena que se impondrá, la misma que deberá coincidir con el mal causado 
a través de la acción realizada. Citado por Nieto. 
Una explicación corta sobre el principio de culpabilidad 
 El principio de culpabilidad determina que no se puede imputar una pena al autor 
por la sola aparición de una consecuencia perjudicial, sino solamente en tanto 
pueda atribuírsele el suceso lesivo como un hecho suyo García (2005), es decir, 
que no sólo es obligatorio que un determinado acto tenga causa y efecto, sino que 
además este acto debe corresponder al sujeto a quien se le atribuir la acción. Este 
principio permite restringir la expansión equivocado se quiera formar en cuanto a la 
exigencia de la pena siguiendo en los términos preventivos, tratando con ello que 
exista una igualdad al imponer la pena tanto desde la perspectiva de la sociedad 
como del individuo mismo Castillo (2004), también, lo que precisa la culpabilidad es 
la actuación de un hecho, es decir, que la imposición de la pena no dependerá de 
la forma de vida del autor sino del hecho cometido, sin embargo, los 
acontecimientos preliminares al hecho sí serán tomados en cuenta por elementos 
como el dolo o la imputabilidad o los criterios de medición de la pena García (2005). 
La afirmación del principio de culpabilidad  
El requerimiento de la culpabilidad se desarrollado tanto en la teoría del delito como 
en la estructura del injusto penal, por ello el principio de culpabilidad va a tener dos 
expresiones: así en el entorno del injusto, el principio de culpabilidad exige la 




dolosa o culpa, expulsar toda forma de responsabilidad objetiva. En la teoría del 
delito la culpabilidad como categoría requerir que el injusto haya sido cometido por 
un sujeto penalmente responsable, es decir, por un sujeto capaz de desestabilizar 
la vigencia de las expectativas de conductas institucionalizadas en normas, Alcócer 
(2014). 
En el avance de la investigación nos encaminamos en desarrollar una de las 
expresiones del principio de culpabilidad, es hablar, de la imputación subjetiva. 
igualmente, es considerable precisar que en el Código penal peruano la 
responsabilidad subjetiva se recoge de una interpretación sistemática de algunas 
disposiciones, así por ejemplo en el artículo VII del título preliminar se proscribe 
toda forma de responsabilidad objetiva, esto es, que un hecho lesivo tendrá 
relevancia penal siempre y cuando se pueda imputar subjetivamente al autor, es 
decir que el hecho haya sido cometido dolosa o culposamente, Villavicencio (2017). 
 
Las formas de la imputación subjetiva: el dolo y la culpa  
Los elementos que forman parte de una imputación subjetiva son el dolo y la culpa, 
por ello son  considerados de gran importancia encontrar la diferencia entre ambos, 
en  primero lugar porque no es suficiente que se produzca el nexo psíquico- 
normativo entre la acción y resultado sino que como se ha venido manteniendo 
antes es necesario definir, si hubo voluntad o no de incurrir en la acción delictiva y 
en segundo lugar porque la responsabilidad que se atribuya en un caso u otro será 
siempre distinto existiendo por ello una responsabilidad regulable que acarrear la 
necesidad de revelar, cuál es la diferencia existente entre dolo y culpa, en 
consecuencia ambos elementos deben ser desarrollados y diferenciados 
doctrinalmente, Carrillo (2001). 
De esta forma se conoce que las acciones cometidas con dolo tienen mayor pena 
que las cometidas culposamente, e incluso en el entorno de la culpa existirán 
algunas conductas que no serán sancionadas penalmente debido al sistema de 
imputación cerrada con el que se desarrolla a las conductas culposas. De modo 
que la diferenciación no sólo es una diferenciación teórica, sino que también tiene 




De manera que, en el transcurso del tiempo se ha ido avanzando la imputación 
subjetiva en el Derecho penal la misma que será analizada rápidamente a 
continuación. 
El inicio y desarrollo de la imputación subjetiva en el Derecho penal. 
En un primer lugar, debido a que el sector público y privado del Derecho no se 
hallaba diferencias, sólo se diferenciar entre hechos culpables y sucesos casuales 
para poder determinar si había comisión de delito o no. posteriormente con el 
tiempo se logra dar autonomía al Derecho penal público imputándose las acciones 
cometidas voluntariamente y a las conductas imprudentes se les atribuía un deber 
de resarcimiento. “En la edad media tardía, con el aumento de la concepción de 
dolo, el mismo es dividido en dolo directo, eventual e incluso se llega a incluir a 
nombrar culpa consciente, por ello la doctrina se preocupa cada vez más en 
encontrar la delimitación entre dolo y culpa para que se pueda imputar penalmente 
las conductas delictivas” Villavicencio (2017, p.88).  
El principio de culpabilidad 
La culpabilidad es conocida como principio superior sobre el derecho sancionador 
y que también actúa restringiendo el Derecho Penal y esto ha tenido una 
significativa relevancia. Nos señala Nieto (2012, p. 334), en cuanto a la culpabilidad 
“la primera consecuencia de la exigencia de la culpabilidad es la exclusión de la 
responsabilidad objetiva”. 
Es importante determinar que no existe pena sin culpabilidad y que esta a su vez 
es punto de referencia para la imposición de la pena según sea el caso. Por ende, 
el único punto de referencia para colocar la sanción es únicamente la culpabilidad.  
Es decir, si el administrado al cometer una falta es imputable, aquella falta tiene 
una sanción, acción – efecto, y es donde se origina la culpabilidad y por ende se 
debe exigir un juicio que imponga la misma finalmente. 
Nieto (2012) sostiene lo siente: el principio de culpabilidad, que establece que la 
acción sancionable debe ser imputada a título de dolo o culpa, lo que importa la 




sanción si es que la conducta prohibida y su consecuencia están previstas 
legalmente. 
En la denominada responsabilidad objetiva existe una incompatibilidad con el 
principio de culpabilidad, específicamente cuando se trata de responsabilidad por 
hecho de otro y la responsabilidad de presuntos hechos, porque no es plausible de 
responder por acciones u omisiones cometidas por terceros. 
En conclusión, el Estado de Derecho tiene a la culpabilidad como principio superior 
de manera necesaria, ya que esta asegura la proporcionalidad de la impartición de 
sanciones y que están a la mano con el grado de infracción cometida por el autor. 
De esta manera desechamos cualquier forma de ilegalidad y más aún de corrupción 
en miras del respeto por la dignidad humana. 
Así como, El Tribunal Constitucional ahora bien “En relación con el principio de 
culpabilidad, el tribunal ha señalado que la acción sancionable debe ser imputada 
a titular de dolo o culpa, lo que importa la prohibición de la responsabilidad objetiva, 
es decir, solo se puede imponer una sanción si es que la conducta prohibida y su 
consecuencia están previstas legalmente”.  
La incorporación del principio de culpabilidad en el ámbito del procedimiento 
administrativo sancionador constituye una de las grandes novedades de la 
modificación operada mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1272, pues 
antes de ello, la ley del procedimiento administrativo general parecía haber optado 
por una responsabilidad eminentemente objetiva que solo exigía la culpabilidad 
entendida como principio de personalidad de las infracciones y de responsabilidad 
por el hecho (principio de causalidad) no exigiendo el dolo o la culpa como requisito 
para aplicar la sanción. Actualmente, la normativa prevé el principio de culpabilidad 
de la siguiente manera: 
Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa (…) 10. 
Culpabilidad. - La responsabilidad administrativa es subjetiva, salvo los casos en 
que por ley o decreto legislativo se disponga la responsabilidad administrativa 
objetiva. (…)» Como se puede apreciar, en aplicación del principio de culpabilidad, 




excepción de los casos en que por ley o decreto legislativo se disponga la 
responsabilidad administrativa objetiva.  
Ello implica que la entidad pública con potestad sancionadora se encuentra 
obligada acreditar la responsabilidad subjetiva (dolo o culpa) como elemento 
indispensable para la imputación de una infracción administrativa.  
La doctrina señala que la exigencia de culpabilidad involucra la presencia de dolo 
o cuando menos culpa para poder sancionar una conducta ilícita, excluyendo 
cualquier sanción de carácter objetivo. En ese sentido, «la culpabilidad sería el 
reproche que se dirige a una persona porque debió actuar de modo distinto a como 
lo hizo, para lo cual debió tener la posibilidad de actuar de otro modo (es decir, no 
puede castigarse por no haber realizado un comportamiento imposible).» 
 En vinculación con ello, la doctrina española ha afirmado que «…una de las ideas 
menos cuestionadas del Derecho sancionador lo constituye la proscripción de la 
sanción a comportamientos en los que no concurra dolo o culpa, es decir, 
imprudencia. Esto es lo que conocemos como principio de imputación subjetiva.»  
Conviene tomar en cuenta que, aun cuando no contaba con reconocimiento 
expreso en la normativa administrativa, el principio de culpabilidad fue reconocido 
a nivel jurisprudencial por el Tribunal Constitucional como una exigencia para 
ejercer legítimamente la potestad sancionadora. Así se puede advertir en la 
Sentencia del 3 de enero de 2003 recaída en el Expediente 0010-2002-AI/TC, la 
cual, en su fundamento, señala lo siguiente: 
 «El principio de culpabilidad es una garantía y al mismo tiempo un límite a la potestad 
punitiva del Estado; por consiguiente, la aplicación del artículo 2º del Decreto Ley N.° 
25475 queda supeditada a que, al infringirse los bienes jurídicos señalados por la 
norma penal, ello se haya realizado con intención del agente. (…)» 
Formas de la imputación subjetiva  
Dolo 
Para entender mejor, para los casualistas el dolo implicaba no solo querer el hecho 




Culpa o imprudencia  
La culpa prever el hecho típico o no preverlo estando en posibilidad de hacerlo; y 
la preterintencional cuando el resultado excede la intención del agente. 
Según nos señala Ossa (2009, p. 354), sobre la imprudencia en “el derecho penal 
es el reino del dolo, la imprudencia en este ámbito tiene un carácter excepcional, 
por el contrario, en el derecho administrativo sancionador la imprudencia es la 
protagonista y dolo tiene atribuido un papel secundario”. 
Causas de exclusión de la culpabilidad  
En lo referente a la exclusión de la responsabilidad sobre la culpabilidad, tenemos 
que tomar en cuenta algunas distinciones. Asimismo, Nieto (2012), la cual lo 
primero considerar que la responsabilidad se puede extinguir, una vez sea 
consumada la infracción. O también cuando ocurre alguna circunstancia que este 
fuera de nuestras manos, como el fallecimiento del presunto autor, la 
despenalización de la sanción o finalmente con la prescripción de la infracción. 
Responsabilidad subjetiva  
Cuando nos referimos a responsabilidad subjetiva, hablamos directamente de 
culpabilidad o intención de realizar el hecho o acto delictivo por parte del autor, 
donde no existe forma en que el hecho que genero perjuicio no provenga de su 
culpa o dolo de ser el caso. En este punto destacamos la necesidad de estudiar y 
analizar la conducta del sujeto infractor. 
De aquí la necesidad de llamársele subjetiva, ya que las circunstancias provienen 
de la culpa, ya que es esta es subjetiva, donde no necesariamente se concretice el 
accionar del sujeto, ya sea tomando en cuenta su propio ánimo, causas personales, 
y de esta manera averiguar si pudo haber actuado de otra manera (Ruiz y 
Valdiviezo, 2015). 
Por otro lado, el dolo, habla de una responsabilidad extracontractual en la 
intencionalidad de hacer daño y aquí si se aprecia en concreto. “a pesar de todo lo 




responsabilidad subjetiva desalojando así el protagonismo central en todo el 
panorama del derecho sancionatorio” Ossa (2009, p. 353). 
En cambio, en la culpa esto se analiza en abstracto, pues requiere una comparación 
con la conducta que demuestra el autor del daño, el sujeto infractor, con la de un 
tipo abstracto, que tiene referencias positivas, por ejemplo, contrastándolo con un 
hombre prudente, de buena moral, buen padre de familia.  
De aquí la necesidad que la responsabilidad subjetiva afecta a aquellas personas 
que tengan voluntad capaz para percatarse del acto realizado. 
Imputación subjetiva de las infracciones administrativas 
El concepto de Derecho Administrativo Sancionador nunca se ha aceptado como 
tal. Visto que, siendo la línea natural de acciones constitutivas sobre muchas 
infracciones, como también lo complejo que es probar la culpabilidad en 
infracciones al por mayor o en masa. 
García de E & Ramón (2011 p. 1069). 
Para la doctrina el ingreso de la culpabilidad como principio en el ámbito de Derecho 
Administrativo fue muy complejo. Ya que este siempre ha sido un área donde reinaba la 
denominada responsabilidad objetiva, en donde las sanciones eran impuestas únicamente a 
base de la acreditación del hecho ilícito, e imponiendo la sanción a una persona determinada 
sin considerar el grado de participación en tales. Era manejado de manera muy independiente 
el hecho delictivo y el grado de participación. 
Por lo antecedido podemos observar que se generaron dos corrientes muy 
opuestas entre sí. Una orientada a la denominada responsabilidad objetiva, es decir 
exigencia de culpabilidad, y otra denominada responsabilidad subjetiva. 
La primera postura se orienta a la no exigencia de las consecuencias 
sancionadoras establezca la responsabilidad jurídica proveniente de la culpabilidad 
de índole personal, esto manteniendo una postura que el ordenamiento, donde esto 
le resta importancia y no es relevante.  
Es decir, bajo este precepto la intencionalidad que tenga el infractor no es 




incumplimiento de las normas. 
Aquí determinamos entonces, que la tipología de la responsabilidad en el entorno 
del Derecho, siempre es objetiva. 
La segunda postura, contrario censo de la primera, se centra en la aplicación del 
principio de culpabilidad sobre la responsabilidad subjetiva. Esto determina la 
existencia o no del ilícito administrativo. 
En si colocando las bases, el principio penal de culpabilidad dentro de la jurisdicción 
administrativa, se asientan una sobre otra porque son aplicables los principios 
penales en el caso, más aún porque considerando la imputabilidad, la culpabilidad 
vendría a ser una pieza fundamental dentro de cualquier sistema sancionador.  
Asimismo, Cassagne (2017, p. 261), nos señala que: 
La admisión de esa responsabilidad objetiva reconoce algunas limitaciones que es necesario 
establecer para no incurrir en una manifestación degradación de principios y garantías 
constitucionales de jerarquía superior que opera a modo de válvulas que comprimen aquella 
responsabilidad a fin de hacerla compatible con los principios del Estado de Derecho, 
representados por la interdicción de la desigualdad y de la irrazonabilidad de los actos 
estatales y, particularmente, de la desigualdad.  
Por ende, esto necesita de una conducta o hecho humano tanto dolosos, como 
culposos propios y explícitamente para ser sancionado. 
Responsabilidad objetiva  
En lo referente a la responsabilidad objetiva se busca apartar la conducta realizada 
por el sujeto, de la culpabilidad o intencionalidad que tuvo al realizarlo. De esto se 
desprende y se atiende únicamente al daño que se producido. Es decir, basta esto 
para que el autor sea responsable, muy individual de sus actos o su culpa o dolo. 
Para Ossa (2009, p. 367), en donde nos manifiesta que la responsabilidad es: 
Hoy en día la responsabilidad presupone la culpabilidad y esta imputabilidad. En ese sentido 
el agente infractor debe tener capacidad de determinar su libertad y de comprender la ilicitud, 
o sea, como algunos afirman, ser capaz de culpabilidad. De allí que los inimputables no son 




Para el Tribunal de Contrataciones del Estado, es decir el OSCE, señala que 
podrán existir sanciones por responsabilidad objetiva cuando aquellas reglas 
existentes y los procedimientos de aplicación en el derecho así lo requieran cuando 
de Principio de Culpabilidad se refiere y esto no siempre pueda exigirse en el ámbito 
administrativo. Para Nieto (2012, p.340), nos señala que “eficacia de la actividad 
administrativa de insoslayable cumplimiento y de ser ello presupuesto de la 
posibilidad de sancionar la desobediencia de los mandatos de la administración”   
En los casos de personas jurídicas ya no debería aplicarse el Procedimiento de la 
Responsabilidad Administrativa cuando de responsabilidad objetiva se refiere, 
porque resulta imposible imputar aquella responsabilidad en esta clase de 
personas. 
Para Ruiz y Valdiviezo (2015) consideran que en si es el hecho dañoso y no el 
denominado hecho culpable o doloso el que generaría la responsabilidad. Es aquel 
agente que crea un riesgo, es decir que con su actividad o su hecho cause un daño 
a la persona o alguna propiedad de otro, por ende, está en la obligación de 
responder por él. 
Según Ossa (2009, p.340), en donde nos manifiesta sobre la responsabilidad 
objetiva en cuanto a la materia económica como es:  
En Colombia, particularmente en campo financiero, la teoría de la responsabilidad   objetiva 
fue defendida por el mismo malogrado profesor dada la imposibilidad de acercar los criterios 
culpabilidad a ese sector de la economía, pues estas normas fueron establecidas en defensa 
de orden público económico que demandan una intervención pronta a un juicio objetivo. 
Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado 
Es la institución especialista en la cual tiene funciones de vigilar e impulsar que las 
entidades realicen contrataciones eficientes, y fomentar el cumplimiento legal de 
las contrataciones del Estado peruano. “Efectuar la competencia en el medio 
nacional y apoyar el ejercicio de las buenas costumbres en el desarrollo de 
contratación de bienes, servicios y obras” Samame (2015, p 320). 




En primer lugar, la Ley establece que el Organismo Supervisor de Contrataciones 
del Estado (OSCE) tiene por funciones, en primer lugar, velar y promover el 
cumplimiento y difusión de la ley, su reglamento y normativo complementario y 
proponer las modificaciones que considere necesarias.    
Organización y recursos  
En este punto, la norma dispone que la organización del OSCE, las características 
del registro referidos en la ley y demás normas complementarias para su 
funcionamiento serán establecidos en su Reglamento de organización y función, 
conforme lo establece muchas otras normas en materia administrativa.  
Consejo Directivo y la Presidenta Ejecutiva  
La ley establece que el Consejo Directivo es el máximo órgano del Organismo 
Supervisor de Contrataciones del Estado. El mismo se encuentra integrado por tres 
miembros, los que son designados por un periodo de tres años renovables por un 
periodo adicional, mediante la resolución suprema refrendad por el Ministerio de 
Encomia y finanzas. 
Son funciones del Consejo Directivo aprobar Directivas establecidas en la norma, 
proponer estrategias de gestión institucional, y las estrategias destinadas a 
promover el uso eficiente de los recursos públicos y de reducción de costos en 
materia de Contrataciones del Estado. 
Potestad sancionadora  
Cuando nos referimos a la potestad sancionadora de la Administración, hablamos 
de aquella facultad que goza de la misma naturaleza que la penal. Por ende, las 
reglas que lo rigen también aplican al ilícito administrativo, como si este fuera un 
ilícito penal, que está en buscar de hallar la individualización sobre la 
responsabilidad, limitando cualquier posibilidad de establecer una responsabilidad 
objetiva o que está fundada en la relación simple con una cosa Navas (2013). 
Por lo antecedido es necesario que el en ámbito de responsabilidad administrativa 




culpable, donde la acción u omisión que si es pasible de ser imputable a su autor 
ya sea por malicia o alguna imprudencia, en todo caso negligencia o ignorancia 
inexcusable. 
Por otro lado, es inconcebible un régimen orientado a la responsabilidad objetiva, 
es decir, la des configuración del principio de culpabilidad y sea utilizada 
únicamente como objetivo del hecho y no de derecho, donde no sea considerada 
ningún elemento subjetivo. 
Potestad sancionadora del tribunal de contracciones del Estado 
Es considerado al Tribunal de Contrataciones del Estado como el órgano encargado 
de resolver las controversias divergentes en la OSCE. Por otro lado, también forma 
parte de la red administrativa de la misma, con la diferencia que esta tiene plena 
autonomía e independencia sobre el ejercicio de sus facultades y funciones.  
Por otro lado, el mismo Tribunal de Contrataciones del Estado ha determinado que: 
"(...) la sanción administrativa, constituye un mal infligido a un administrado en 
ejercicio de la potestad administrativa sancionadora, por un hecho o una conducta 
constitutiva de infracción administrativa (...)"; precisando que "(...) un acto con 
finalidad represiva, no puede sancionarse a quien no realiza la conducta 
sancionable. 
Para Gomez (2017) el TCE está enfocada en la aplicación de la responsabilidad 
objetiva, en vista que la sanción administrativa que es pausible de aplicación solo 
puede ser comprobado de la responsabilidad subjetiva que tenga el sujeto infractor 
de un bien jurídico, todo esto en vista que se ha determinado que un consorciado 
no tiene responsabilidad por la comisión de la infracción. Por ende, es 
correspondiente que se le exima de la responsabilidad. Todo esto en vista que no 
es constitucional la aceptación de la sanción sobre una persona de un acto o deber 
jurídico que no pueda ser imputable. 
Contratos Asociativos  
Son aquellos contratos colaborativos donde se generan las relaciones jurídicas, en 




Asimismo, nos señala Hundskopf (2009, p.347), “estos contratos no dan nacimiento 
a una persona jurídica así tampoco afectan los intereses individuales de cada uno 
de los integrantes”. 
Este tipo de contratos es usualmente usado para la actividad del sector de la 
construcción, obras o para operaciones de rendimiento en donde es necesario una 
gran participación del capital.    
Los asociados participan en forma activa en la administración de la empresa a 
desarrollar, por lo tanto. En razón al interés de este problema, la Ley General de 
Sociedades le dio una solución a lo ya notable, pero ajeno en nuestra legislación, 
incorporando dentro de los contratos asociativos al contrato de consorcio donde 
todas partes son denominados consorciados e interviene de forma directa en la 
empresa. 
Ley General de Sociedades en su Art. 445.- lo señala de la siguiente manera que 
es un Contrato de Consorcio es el contrato por el cual dos o más personas se juntar 
para participar en forma activa y directa en un determinado negocio o empresa con 
el propósito de obtener un beneficio económico, manteniendo cada una su propia 
autonomía. 
En esa misma línea nos señala la Ley de Contrataciones del Estado en su art. 13. 
Participación de consorcio, en donde figa que en los procedimientos de selección 
pueden participar varios proveedores agrupados en consorcio con la finalidad 
ejecutar el contrato.       
El Consorcio  
Retamozo (2016), nos señal en cuanto a la finalidad de los consorcios es realizar 
negocios con el Estado. 
Navas (2013, p. 284), lo define de la siente manera al consorcio: 
El consorcio viene a ser la asociación de dos a más personas naturales y/o jurídicas que se 
juntan para participar en un proceso de selección convocado por alguna entidad pública y con 
el fin de complementar sus recursos, capacidades, aptitudes y experiencias para tener 




en la que una serie de empresas buscan a desarrollar una actividad conjunta de 
comercialización para un proceso de selección, mediante la creación de una nueva sociedad 
encargada de estudiar nuevos mercados, así como promocionar, financiar y comercializar al 
conjunto de empresas. es importante recordar que cada socio mantiene su independencia 
jurídica y esta modalidad suele darse entre empresas del mismo sector que elaboran 
productos o servicios complementarios para competir con mayores posibilidades de éxito en 
el otorgamiento de la buena pro.    
Naturaleza jurídica de los consorcios  
Está establecida la naturaleza jurídica del Consorcio viene del Art. 445 a 448 de la 
ley general sociedades. 
Responsabilidad de los Consorcios 
La responsabilidad administrativa de los proveedores en consorcios en las 
contrataciones del estado. 
En la LGS Art. 447.- Relación con terceros y responsabilidades, en el segundo 
párrafo nos señala sobre la responsabilidad frente a terceros será personal e 
individual de cada consorciado cuando se vincule a la actividad que le corresponde. 
Asimismo, será solidaria cuando así lo disponga la ley o las partes.  
De acuerdo a la LGS, también nos señala sobre la responsabilidad de los 
integrantes del consorcio en el Art. 13. De la LCE, en el segundo párrafo, donde los 
integrantes del consorcio son responsables solidariamente ante la entidad por las 
infracciones y consecuencias derivadas de su participación individual o conjunto 
durante el procedimiento de selección y la ejecución del contrato derivado de este.   
Los consorcios son aquellas asociaciones que los integran las personas naturales 
y jurídicas con el objetivo de complementar sus capacidades en los recursos, 
competencia y habilidad para contribuir en un proceso de contratación y 
casualmente, contratar con el Estado. 
Por otro lado, se puede establecer una característica importante de los “contratos 
de Consorcio es que no se constituyen como una persona jurídica ya que su 
participación activa y directa son de cada uno de los contratistas en la cual se 




Para Gómez (2017) considera a los consorcios como un producto de la economía 
contemporánea. Es decir, aquella necesidad de llevar a la producción en masa a 
una racionalización, y así manejar de manera ordenada a la economía a escala, 
también a la competitividad y el deseo de llegar a nuevos mercados.  
Otra visión fuerte del consorcio deviene de la necesidad de sumar esfuerzos de 
varios actores, que son empresas, a través de acuerdos, convenios, contratos que 
estas determinen y celebren. 
Ahora es considerado un fenómeno jurídico la concentración de estas empresas 
como tal, pues necesitan regular su producción y la venta al público de los 
productos o servicios que ofrezcan los consortes y de esta manera se crea una 
disciplina que se repite entre varios empresarios. 
Es considerada la nueva modalidad contractual, en donde las partes establecen los 
métodos y formas de coordinación y puesta del desarrollo del objeto consorciado. 
Dentro del contrato es necesario que se fijen las voluntades de dos o más partes 
para ser considerado de consorcio. Estas voluntades deben manifestar su partición 
mediante aportes de bienes, servicios o derecho. Donde su fin principal es el 
crecimiento de la actividad en común y dividirse las funciones y beneficios según lo 
acordado. 
Es de establecer en el presente contrato que las partes no se unen para determinar 
una relación jurídico duradera dentro de una sociedad, con organización, sino que 
se manejan de manera independiente, conservando su autonomía y uniéndose 
puntualmente para el desarrollo de dicha actividad. 
Promesa formal de consorcio 
Es aquel documento en la cual se establecen el acuerdo de cada integrante o 
representantes legales de su participación, asignar los nombres completos o la 
razón social. 
DIRECTIVA N° 006-2017-OSCE/CD, establece el contenido mínimo sobre la promesa de 




representantes legales, debiendo contener necesariamente la siguiente 
información:  
La identificación de los integrantes del consorcio. 
 La designación del representante común del consorcio 
El domicilio común del consorcio.  
Las obligaciones que correspondan a cada uno de los integrantes del consorcio. 
Contrato de consorcio  
Según el RLCE en su Art. 118. Contrato de consorcio se concreta mediante el 
documento privado con firmas legalizadas de cada uno de los integrantes ante el 
notario, designándose en dicho documento al representante común.  
la DIRECTIVA N° 006-2017-OSCE/CD antes señalado establece también dicho 
procedimientos, una vez registrado en el SEACE el consentimiento de la buena pro 
o de que esta haya quedado administrativamente firme, a efectos de perfeccionar 
el contrato, el consorcio ganador de la buena pro debe perfeccionar la promesa de 
consorcio mediante la suscripción del contrato de consorcio, el cual debe cumplir 
los siguientes requisitos:  
Contener la información mínima indicada en el numeral  
 Identificar al integrante del consorcio a quien se efectuará el pago y emitirá la 
respectiva factura o, en caso de llevar contabilidad independiente, señalar el 
Registro Único de Contribuyentes (RUC) del consorcio. 
Consignar las firmas legalizadas ante Notario de cada uno de los integrantes del 
consorcio, de sus apoderados o de sus representantes legales, según corresponda.  
Sanciones a consorcios  
El reglamento establece que las infracciones cometidas por los postores que 
presentaron promesa formal de consorcio durante su participación en proceso de 




aplicándose solo a esta sanción a que hubiera lugar, siempre que de la promesa 
formal de consorcio pueda individualizar al infractor. 
Sanciones  
La sanción es una forma de expresión de una decisión gravosa generada de 
autoridad administrativa que tiene por finalidad desincentivar conductas que 
afectan bienes jurídicos. Cuando se piensa en sanción administrativa lo primero 
que nos viene a la mente es la sanción pecuniaria, es decir la multa. Poe ello 
tradicionalmente la sanción administrativa contra los proveedores. 
Por otro lado, Navas (2013, p.257), “manifestación de una autoridad represiva que 
se pretende ejecutar contra cualquier forma de perturbación que se ocasiona por la 
comisión de causales establecidas y traducidas en el poder que tiene un órgano 
facultado para reprimir a los individuos por las conductas prohibidas en el poder 
jurídico administrativo de contrataciones del Estado”.  
Inhabilitación temporal 
Consiste en la privación, por un periodo determinado del ejercicio del derecho a 
participar en procedimientos de selección, procedimientos para implementar o 
mantener Catálogos Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado. 
Esta inhabilitación es no menor de tres (3) meses ni mayor de treinta y seis (36) 
meses ante la comisión de las infracciones establecidas en los literales c), e), f), g), 
h) y k); en el caso de la infracción prevista en el literal i), esta inhabilitación es no 
menor de treinta y seis (36) meses ni mayor de sesenta (60) meses. 
Inhabilitación definitiva 
privación permanente del ejercicio del derecho a participar en cualquier 
procedimiento de selección y procedimientos para implementar o mantener 
Catálogos Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado. Esta 
sanción se aplica al proveedor que en los últimos cuatro (4) años ya se le hubiera 
impuesto más de dos (2) sanciones de inhabilitación temporal que, en conjunto, 
sumen más de treinta y seis (36) meses, o que reincida en la infracción prevista en 





Son aquella que surgí de la realización de las fianzas otorgada a la presentación 
de recursos de apelación que son declarados infundados o improcedentes por la 
entidad o el tribunal de contrataciones del Estado. Para Navas “también consideras 
como una forma de garantía por interposición de recursos impugnatorios durante el 
proceso de selección “(2013, p.261).    
1.4. Formulación del problema de investigación 
Según Hernández, et. al (2010, p. 365) plantear un problema, no es sino afirmar y 
estructurar más formalmente la idea de investigación. 
Respecto a lo mencionado por el autor el problema de investigación busca 
resultados en base a la profunda investigación, utilizando todos los medios como la 
revisión de documentación en base a la investigación. 
Las investigaciones permiten concluir que la formulación de problemas 
básicamente es el asunto que se va a investigar, donde se formula por una 
interrogante; por otro lado, se deben utilizar algunos criterios para formular 
correctamente el problema de investigación. Por lo tanto, en la presente 
investigación se debe investigar sobre la aplicación adecuada del nuevo principio 
de culpabilidad en los procedimientos administrativo sancionador.  En tal sentido, 
se plantea la siguiente problemática. 
Problema general 
¿De qué manera se aplica el principio de culpabilidad en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro el Organismo Supervisor de las Contrataciones 
del Estado? 
Problema específico 1 
¿Cómo influye la responsabilidad subjetiva en el procedimiento administrativo 
sancionador dentro del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado? 




¿Cómo influye la responsabilidad objetiva en el procedimiento administrativo 
sancionador dentro del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado? 
1.5. Justificación del estudio  
La Justificación es la descripción de las razones que se realiza a la investigación 
para saber si realmente es válida y sobre todo necesario de investigar, debe 
demostrar importancia en sus recursos, esfuerzo y tiempo, solo de esa manera 
sabremos que se está frente a una investigación necesaria (Monje, 2011, p.68). 
En el contexto de sus incorporaciones del principio de culpabilidad en el 
procedimiento administrativo sancionador y sus implicancias para los administrados 
que les facilitara en establecer las responsabilidades correspondientes.    
Justificación teórica 
Se puede exponer una de las preocupaciones que aparecen en el indagador es 
para ahondar en uno o diversos enfoques teóricos que tiene cierta controversia en 
la cual se pueda estudiar y a partir de ello encontrar nuevos avances del 
conocimiento con ello perfeccionar el conocimiento preliminar (Valderrama, 2002). 
Por qué es de suma importancia la incorporación del principio de culpabilidad en el 
procedimiento administrativo sancionador, con las recientes modificatorias que se 
realizaron para agilizar los procedimientos y al mismo tiempo garantizar al 
administrado.    
Justificación práctica 
“Se manifiesta en el interés del investigador por acrecentar sus conocimientos, 
obtener el título académico o, si es el caso, por contribuir a la solución de problemas 
concretos que afectan a organizaciones empresariales, públicas o privadas.” 
(Valderrama, 2002, p. 140). 
Con la nueva incorporación del principio de culpabilidad en el procedimiento 
administrativo sancionador en la cual usualmente, se puede requerir de la 
culpabilidad, como se manifiesta en la doctrina y la jurisprudencia, en la cual se 




ilícita en consecuencia pueda ser sancionados, así excluyendo cualquier tipo de 
sanción de condición objetivo.  
Por tanto, la presente investigación tiene una justificación teórica, ya que pretende 
analizar el principio de la culpabilidad en los procedimientos sancionadores y cuál 
es su importancia.  
Justificación metodología 
La justificación “Es el conjunto sistemático de operaciones racionalmente aplicados 
por el investigador con el fin predeterminado de crear, mejorar, cuestionar o innovar 
un producto científico”. (Aranzamendi, 2015, p. 89). 
Establecer los alcances que se pueden recaudar sobre la aplicabilidad del principio 
de culpabilidad en el procedimiento administrativo sancionador peruano. A través 
de las encuestas, entrevistas que se puedan realizar a los mismos administrados 
que fueron aplicados la sanción correspondiente.   
1.6. Objetivos  
 “Los objetivos en una investigación se dividen en general y específicos, de manera 
general son el propósito y las tareas de la investigación, su redacción es en base 
al problema de investigación” (Martínez y Ávila, 2009, p. 93). 
Existen nuevos tratamientos sobre la responsabilidad administrativa con el principio 
de culpabilidad, las cuestiones a tomar en cuenta son el tratamiento de la 
individualización al integrante de un consorcio y así poder sancionar a la empresa 
responsable.  
Bajo estos preceptos se plantean los siguientes objetivos de estudio:   
Objetivo general 
Analizar de qué manera se aplica el principio de culpabilidad en los procedimientos 
administrativos sancionadores dentro del Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado. 




Determinar la influencia de la responsabilidad subjetiva en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro el Organismo Supervisor de las Contrataciones 
del Estado. 
Objetivo específico 2 
Establecer cómo influye la responsabilidad objetiva en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro el Organismo supervisor de las contrataciones 
del Estado. 
1.7. Supuestos jurídicos  
 “El supuesto jurídico es el hecho que se está estudiando y que se planteara 
respuestas.” (Monje, 2011, p. 24).  
En ese sentido por el autor antes mencionado los supuestos jurídicos son aquellas 
respuestas que se generarán en la investigación sin embargo no se puede asegurar 
su veracidad ya que estas se podrán comprobar al final de la investigación. 
Para examinar las dificultades que se puedan encontrar en la aplicación del 
principio de culpabilidad por parte del Tribunal del Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado (OSCE) al respecto, en algunas resoluciones emitidas 
en la cual no se puede apreciar con exactitud de la efectuar de la responsabilidad 
objetiva. 
Se puede aprecia de la misma normativa que no se hacen exigencias de otros 
medios probatorios en la cual la sola presentación de los documentos falsos ante 
las entidades, se puede configurar como un acto ilícito para la imputación de una 
responsabilidad objetiva.  
Sin embargo, de ahí que los postores o proveedores se encuentran forzados a 
cuidar diligentemente la verdad formal y esencial de los escritos que se le puedan 
entregar a la Entidad. 
En tal sentido, las respuestas al problema de investigación son las siguientes: 




El principio de culpabilidad se aplica de manera inadecuada en el procedimiento 
administrativo sancionador en el OSCE. 
Supuesto jurídico específico 1 
La responsabilidad subjetiva influye positivamente en los procedimientos 
administrativos sancionadores en el OSCE. 
Supuesto jurídico específico 2 
La responsabilidad objetiva influye negativamente en el procedimiento 

























2.1. Tipo de investigación 
El desarrollo del presente trabajo se realizó bajo las directrices del enfoque de la 
investigación cualitativa, dado que es una investigación de corte jurídico, el cual 
está dentro de las ciencias sociales. Al respecto, Valderrama menciona sobre “el 
enfoque cualitativo tiene por finalidad tratar de realizar una aproximación global a 
situaciones sociales para explorarlas y comprenderlas” (2013; p.239). 
Esta investigación es de tipo aplicada, a su vez es descriptiva, debido al propósito 
del investigador que consistió en describir situaciones y eventos. Como bien señala 
Aranzamendi (2015, p.86) que, de la investigación aplicada, “su finalidad es la 
utilización de los conocimientos teóricos del Derecho existentes para la aplicación 
práctica a partir de los operadores del Derecho”. Es decir, los conocimientos que 
se han obtenido ayudarán a soluciona inmediatamente el problema.  
Para reforzar el fundamento de la investigación cualitativa, Monje (2011, p. 32) 
expresa lo siguiente:   
  […] La investigación cualitativa se plantea con el fin de que observadores 
competentes y cualificados puedan informar con objetividad, claridad y precisión acerca 
de sus propias observaciones del mundo social, así como de las experiencias de los 
demás. Por otro los investigadores se aproximan a un sujeto real, que está presente en 
el mundo y que, puede en cierta medida, ofrecernos información sobre sus propias 
experiencias, opiniones, valores, etc. Por medio de un conjunto de técnicas o métodos 
como las entrevistas, la historia de vida, el estudio del caso o el análisis documental, el 
investigador puede fundir sus investigaciones con sus observaciones aportadas por 
otros.  
Efectivamente, la investigación cualitativa tiene como finalidad crear una teoría, 
profundizar la existente o ampliar los conocimientos respecto del objeto de estudio 
de la presente. Además, es aplicada porque pretende solucionar el problema de 
manera inmediata, es decir, la presente tesis aclara respecto de la aplicación 
subjetiva u objetiva del principio de culpabilidad en el procedimiento administrativo 
sancionador dentro del OSCE: 




El diseño de investigación es la estructura metodológica del objeto de estudio. El 
diseño sirve explicar y para responder a las preguntas planteadas, dado que fue la 
estrategia a través de la cual se recogieron los datos. 
Teniendo en cuenta a Gómez (2012, p. 36), el diseño de investigación es: 
[…] un planteamiento en el cual se plasman una serie de actividades bien 
estructuradas, sucesivas y organizadas, para abordar de forma adecuada el problema 
de la investigación; por lo tanto en el diseño, se indicarán los pasos, pruebas, y 
técnicas a utilizar, para recolectar y analizar los datos. Sin duda, el diseño de la 
investigación es la mejor estrategia que puede efectuar el investigador. 
En el presente estudio, la teoría fundamentada fue la estrategia a través de la cual 
se respondió a las preguntas formuladas, se verificó si se cumplió los objetivos y 
finalmente afirmar o desmentir los supuestos jurídicos. Según el profesor Bisquerra 
(2009, p. 16), la teoría fundamentada es:  
Un método de investigación de naturaleza exploratoria cuyo propósito es descubrir 
teorías, conceptos, hipótesis y proposiciones partiendo directamente de los datos. Se 
denomina teoría porque su objetivo es recoger y analizar los datos resultantes de la 
investigación a fin de generar una teoría, y fundamentada porque la teoría se genera 
y fundamenta sobre la base de datos. La idea esencial de la teoría fundamentada es 
que la teoría se desarrollará inductivamente a partir de los datos.  
Entonces, la teoría fundamentada permitió responder a las del estudio, explicar la 
aplicación del principio de culpabilidad en el procedimiento administrativo 
sancionador dentro del OSCE. Esto se logró gracias a la colaboración de 
profesionales expertos en la materia objeto de investigación.  
En conclusión, al utilizar el diseño de la teoría fundamentada, la investigadora se 
ha centrado en la problemática del principio de culpabilidad frente a las 
Responsabilidad de los consorcios. Concretamente la investigación procuró 
estudiar los efectos y la incertidumbre que genera la aplicación del principio de 
culpabilidad en el procedimiento administrativo sancionador dentro del OSCE.  
2.3. Caracterización de sujetos  
La caracterización de sujetos consiste básicamente en la descripción que se le 
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2.4. Población y muestra 
Según Otiniano y Benites (2014, p. 6) se entiende por la población como el conjunto 
de personas que tienen caracteres iguales para los efectos de una investigación. 
Sin embargo, la muestra es un número representativo de unidades de la población 
que al estudiarlo se obtendrán conclusiones semejantes a las que se hubieran 
obtenido al estudiar al total de la población. 
Según Sampieri (2014) si el Diseño de Estudio es Teoría Fundamentada, 
entrevistas o personas bajo observación, entonces la Muestra debe estar 
considerada entre 20 entrevistas. (p.385). 
 
De otro lado, doctrina autorizada sostiene que población no solo se refiere a los 
individuos, sino también a los objetos o medidas, con la condición de que tengan 
características semejantes. 
Tipo de Muestra 
La muestra por el criterio del investigador a creído conveniente seleccionar 
especialistas. Mi muestra se va utilizar, No pro balístico, es decir serán solo 6, 
donde será necesario dividir a la población, y será libre de elegir a los sujetos de la 





 En el contexto expuesto, en la presente investigación se ha considera como 
población y muestra a los 6 entrevistados, a las resoluciones del OSCE y a la 
doctrina, la jurisprudencia y normas respecto del principio de culpabilidad.  
2.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez  
La recolección de datos según Behar (2008, p. 55), “se refiere a la utilización de 
diferentes herramientas que al aplicarlas se podrá analizar la información que se 
adquirirá en la investigación, entre ellas se encuentra la entrevista, el cuestionario, 
la observación, entre otros”. 
En el desarrollo de esta investigación se utilizó las técnicas de recolección de datos 
propios de una investigación de enfoque Cualitativo. Arias (2006) sostiene que las 
técnicas son las herramientas que sirven para obtener información como, por 
ejemplo: la entrevista, la observación. Es decir, la técnica es la forma como se va 
aplicar el instrumento. 
En la presente investigación se utilizó las siguientes técnicas:  
Entrevista 
“Es conocida también como la técnica de confrontación interpersonal ya que una 
persona realizara preguntas a otra persona con el único fin que su respuesta 
contribuya al fenómeno de estudio” (Ramírez, p. 49). 
Así mismo, se caracteriza, principalmente, por ser flexible, porque las preguntas 
que se plantean se adecúan al entrevistado y a la finalidad de la investigación, es 
muy importante aplicarlo en un contexto social ya que resulta fundamental para la 
interpretación de significados, la redacción de las preguntas se realiza de forma 
neutral y sobre todo abiertas porque lo que se pretende con una entrevista es 
obtener las experiencias, opiniones detallas de los participantes en base a su 
experiencia y conocimientos.  
Los entrevistados fueron seleccionados de acuerdo a la finalidad de la 




autoridades y ex-autoridades del OSCE, así como también a destacados 
catedráticos. (Ver apartado 2.3, tabla N° 1, capítulo del método).  
Análisis de registro documental 
Como bien señala Ávila (2006, p. 50) citando a Baena (1985), que: “la investigación 
documental es una técnica que consiste en la selección y recopilación de 
información por medio de la lectura y crítica de documentos y materiales 
bibliográficos, de bibliotecas, hemerotecas, centros de documentación e 
información “. 
Pues, la presente investigación es meramente documental, no obstante, se ha 
complementado con entrevistas a fin de obtener datos desde la experiencia y 
conocimientos de los entrevistados.  
En ese sentido, mediante esta técnica se analizaron las diferentes fuentes 
documentales como resoluciones, libros, artículos, normas y jurisprudencia.  
Instrumentos 
Los instrumentos son los medios que materializan las técnicas. Es decir, la técnica 
es la forma de acercarse a la fuente de información y el instrumento es el medio en 
los cuales se consigna los datos. Es el soporte físico de la técnica.  
Por lo tanto, los instrumentos que se utilizaron son: La guía de entrevista y la ficha 
de análisis de registro documental.  
Guía de entrevista 
En este instrumento se plantearon preguntas abiertas relacionadas al objeto de 
investigación. 
Ficha de análisis de registro documental 
Tuvo como finalidad analizar el tratamiento que le da la doctrina nacional e 
internacional al principio de culpabilidad en el procedimiento administrativo 
sancionador. Además, este instrumento permitió analizar jurisprudencia, 




2.6. Métodos de análisis de datos  
En la presente investigación los datos fueron analizados, interpretados y 
sistematizados mediante los siguientes métodos: 
Método sistemático 
Este método está referido a un determinado orden establecido por reglas de la 
investigación, puesto que permitió tener una comprensión sistémica de del 
fenómeno de estudio.  
Así pues, los datos obtenidos de las diferentes fuentes de información fueron 
analizados y comparados desde un enfoque integral, en consecuencia, se 
obtuvieron conclusiones y respuestas, teniendo en consideración a todo el 
ordenamiento jurídico.   
Método exegético 
La exégesis permite comprender el sentido de las normas jurídicas, desde tres 
perspectivas: gramatical, lógica y teleológica.  
En ese sentido, a través del presente método se ha podido establecer el significado 
o alcance de las normas y reglamentos jurídicos y de los demás conceptos que 
forman parte del ordenamiento jurídico, respecto del principio de culpabilidad en el 
procedimiento administrativo sancionador. 
Método deductivo 
Ruiz (2007, p. 20), señala: “Es el método que permite pasar de afirmaciones de 
carácter general a hechos particulares”: 
El método deductivo se utilizó en la investigación al momento de hacer la 
recolección de la información, así como en la realización del marco teórico es decir 
en los conceptos jurídicos de lo general a lo particular, la cual tuvo como sustento 
la doctrina y legislación de derecho del trabajo, así como los principios inherentes 




recomendaciones, así como en los resultados obtenidos, ya que se concentran todo 
el trabajo realizado de una manera precisa, concisa y clara.  
Método inductivo 
Para Ruiz (2007, p. 18), el método inductivo, “Se refiere al movimiento del 
pensamiento que va de los hechos particulares a afirmaciones de carácter general”. 
Mediante este método se analizó de lo particular a lo general, es decir que ha sido 
empleado en la investigación al hacer el marco teórico, debido a que las unidades 
de investigación se ha divido en categorías y estás a su vez en subcategorías y 
cada uno de ellos fue analizado ya sea doctrinalmente, así como en la legislación 
peruana y extranjera. En efecto, este método permitió concluir de manera general 
respecto del principio de culpabilidad en el procedimiento administrativo 
sancionador del OSCE. 
Método dogmático 
Mediante este método se analizó al derecho positivo, el cual permitió profundizar y 
analizar el soporte teórico del objeto de la investigación, puesto que no solo se 
analizaron normas jurídicas, sino también doctrina. Al respecto, Sumarriva (2009) 
señala que el método dogmático permite interpretar al derecho positivo desde una 




2.7. Unidad de análisis de datos: categorización 
Tabla 2 
Categorización de unidad de análisis 
Categorización Subcategorías 
Principio de culpabilidad 
el principio de culpabilidad ya había sido 
reconocido como una exigencia propia del 
ejercicio de la potestad sancionadora, lo 
cual resultaba coherente con la postura 
sostenida por el Tribunal Constitucional al 
considerar tal principio como uno de los 
principios básicos del derecho 
sancionador que no solo se aplica en el 
ámbito del derecho penal sino también se 
debe extender al derecho administrativo 
sancionador. 
Responsabilidad subjetiva 
La responsabilidad recaiga sobre el autor 
de la conducta omisiva o activa constitutiva 
de la infracción sancionable. 
Responsabilidad objetiva 
El Derecho administrativo es de reciente 
cuño, pues durante muchos años se 
admitió (y hay lugares donde se sigue 
admitiendo) una responsabilidad de 
carácter objetivo, como sucedió en España 
hasta bien avanzada la década de los 
ochenta. 
OSCE 
Está encargada de velar por el 
cumplimiento de las normas en las 
adquisiciones públicas del Estado 
peruano. Tiene competencia en el ámbito 
nacional, y supervisa los procesos de 
contratación de bienes, servicios y obras 
que realizan las entidades estatales. 
Tribunal de contrataciones del Estado 
Resolver controversias durante el proceso 
de selección. Aplicar sanciones de 
inhabilitación a los proveedores, 
participantes, postores y contratistas. 
Procedimiento administrativo 
sancionador 
Es entendido, en primer término, como el 
conjunto de actos destinados a determinar 
la existencia de responsabilidad 
administrativa, esto es, la comisión de una 
infracción y la consecuente aplicación de 
una sanción. 
 




2.8. Aspectos éticos  
La presente investigación se fundamentó en los principios del procedimiento 
administrativo sancionador, específicamente en el principio de culpabilidad. Se 
respetaron las normas morales, éticas y de orden público.  
Asimismo, se tuvo en cuenta la imperatividad de las normas de los Derechos de 
Autor contempladas en el Decreto Legislativo N° 822. También, se respetó la 
veracidad de los resultados, las convicciones políticas e ideológicas de los 
entrevistados.  
De otro lado, en la redacción de todo el texto de la presente tesis se dio 
cumplimiento a las normas American Psychological Association (APA).  
Respecto a la confiabilidad de los datos, se afirma que en la presente investigación 






























La descripción de resultados es la fase de la investigación donde se debe 
interpretar las respuestas, comentarios, análisis de los instrumentos que se 
aplicaron para la recolección de datos que generó aportes a la investigación. Con 
el propósito de la búsqueda de un resultado más amplio a las respuestas mediante 
otros conocimientos disponibles (Otiniano y Benítez, 2014). 
La exposición de resultados se ordenó de la siguiente forma: en primer lugar, los 
hallazgos obtenidos mediante la aplicación de la técnica de entrevista, en segundo 
lugar, los hallazgos obtenidos mediante la aplicación de la técnica del análisis de 
casos y por ultimo con el profundo análisis jurisprudencial. En los tres casos, la 
información es presentada considerando el orden en que fueron propuestos los 
objetivos de la presente investigación. Bajo esa línea explicativa, se procederá a 
realizar la descripción de resultados que se obtuvo mediante la recolección de datos 
en aplicación de los instrumentos utilizados en la presente investigación. 
Consideramos pertinente exponer los datos hallados en el siguiente orden: 
3.1. descripción de resultados: técnica de entrevista  
A continuación, en la Guía de entrevista, se ha considerado necesario incorporar 
los objetivos la de investigación en forma de preguntas, con la finalidad de 
determinar la relación existente entre el problema, los objetivos y las preguntas que 
se va a plantear en la entrevista. 
Las conclusiones logradas de las entrevistas respecto del Objetivo General, el 
mismo que responde a analizar de qué manera se aplica el principio de 
culpabilidad en los procedimientos administrativos sancionadores dentro del 
organismo supervisor de las contrataciones del Estado, son los siguientes: 
1.- ¿Como puede aplicarse el principio de culpabilidad para sancionar a los 
consorcios? 
En primer orden,  como puede aplicarse el principio de culpabilidad para sancionar 
a los consorcios de acuerdo a Revilla (2017), considera que para el  caso de 




Ultimos años) la responsabilidad objetiva. En el de los consorcios, la 
responsabilidad es la excepcion. 
En ese sentido, Chambilla (2017), considera lo siguiente: 
El Principio de Culpabilidad conlleva a atribuir el hecho infractor a quien lo ha 
realizado y tiene su fundamentación legal en el artículo 220° del Reglamento de la 
Ley de Contrataciones del Estado vigente, que establece de manera excepcional 
poder individualizar la conducta infractora a uno de los consorciados, 
condicionando este hecho a que aparezca en el Contrato de Promesa Formal de 
Consorcio la individualización del consorciado infractor responsable a sus 
obligaciones de presentar documentación cierta e idónea.  
Además, el artículo referido permite con –cualquier- otro medio de prueba de fecha 
y origen cierto individualizar al Consorciado Infractor y así propugnar la culpabilidad 
del agente infractor y evitar así la responsabilidad solidaria que tiene su amparo en 
la responsabilidad objetiva. 
Respecto a lo mencionado anteriormente, en base a la experiencia del entrevistado, 
Sin embargo para  Palomino (2017), De acuerdo de la ley de contrataciones la 
responsabilidad en las infracciones es objetiva salvo que el tipo infractor admita 
algun tipo de justificacion, cuando se determina primero si se cometio o no  la 
infraccion se determina se analisa el tipo infranctor y cuando se determina que se 
cometio el tipo infractor si se realizo la accion y se configura el tipo de infraccion se 
determina que se cometio la infraccion por lo tanto aplicar la sancion 
correspondiente. en el caso del consorcio la norma establece la posibilidad de 
individualizar la responsabilidad o la sancion es decir en principio todo los 
integrantes del consorcio son responsables solidarios para eso se comprometen 
para el del consorcio responsablemente responden ante la entidad cualquier accion 
que cometa su represantante en comun pero la norma en tema de infracciones 
admite la posibilida de que se pueda individualizar la responsabilidad  en el caso 
de sancion del consorcio y admite diversos criterios, como por ejemplo el tema de 
la promesa que se establece en la promesa que se puedes establecer uno de los 
consorciados es responsable de aporta tales documentos y justo ese documento 




este han establecido  o han identificado quien de los consorciados aporto dichos 
documentos sean imputados  falso y inexacto se pueda aplicar la directamente 
responsabilidad.  
Por otro lado, similar respuesta pero desde un enfoque constitucional, Ibarra 
(2017), el principio de culpabilidad dentro del procedimiento administrativo 
sancionador, es un límite a la potestad punitiva del Estado y una garantía para las 
personas, sometidas a las administraciones públicas. Por tanto, debe aplicar dentro 
del marco del principio de legalidad, a fin de no perjudicar a nadie. 
De acuerdo a la entrevista realizada, en respuesta de Navas (2017), nos manifiesta  
que por lo general en el derecho administrativo no se aplica el principio de 
culpabilidad en toda sus modalidades por que puede ser a titulo de dolo o culpa, 
mas se fijan en el resultado de la infraccion. 
2.- ¿Cómo se aplica en principio de culpablidad a los consorcios en el OSCE? 
Cómo se aplica en principio de culpablidad a los consorcios en el OSCE para 
Revilla y Navas (2017), precisan que la La ley lo a mejorado la aplicación de este 
principio al diferenciar las responsalibildades en las empresas consorciadas 
solamente se debe sancionarse aquellla de forma directa ocaciono la infraccion. 
Sin embargo, según Ruelas y Ibarra (2017), cómo se aplica en principio de 
culpablidad a los consorcios en el OSCE, en razon que considera que la tal como 
lo señala la norma, las infracciones cometidas por un consorcio durante la ejecución 
del contrato se imputarán a todos los integrantes del mismo, aplicándose acada uno 
de ellos la sanción que le corresponda, sin excepción alguna.  
Por otro lado, Palomino (2017), nos manifiesta que, si abria un criterio subjetivo, 
no el criterio subjetivo es para la configuracion del tipo infractor, es como una norma 
penal de tipo objetivo y subjetivo, hay el tipo objetivo en la cual hubo la accion, 
segundo paso es analisar el tipo subjetivo si hubo accion de dolo o culpa y al 
establecer las responsabilidades  de la infracciones no hay, se queda con la accion 
ya no hay el analisis del tipo subjetivo para la configuracion de la infraccion por lo 




configuracion de la infraccion, sin embargo es posible individualizar la 
responsabilidad. pero individualizar no tanto por la culpabildad si no poder 
identificar quien de los integrantes del consorcio efectivamente hay cometido la 
infraccion pero no como un criterio de culpabilidad sino individualizar la 
responsabilidad. 
En palabras de Chambilla (2017), Es decir, se impone una sanción administrativa 
al Consorciado que tiene la obligación individualizada y exclusiva en el Contrato de 
Promesa Formal de Consorcio de presentar la documentación como parte de la 
oferta, cuando esta es falsa o inexacta. Si de la Promesa Formal de Consorcio no 
se verifica la individualización de las obligaciones de los Consorciados, permitirá al 
Tribunal en el supuesto infractor atribuir solidariamente a todos los miembros del 
Consorcio la conducta infractora y sanción. 
La culpabilidad para el OSCE en sus pronunciamientos está enmarcada en el 
artículo 13° de la Ley de Contrataciones y en concordancia con el artículo 220° del 
Reglamento de la Ley referida. 
3.- De acuerdo a su experiencia, ¿Cómo puede individualizar a los supuestos 
infractores integrantes del consorcio para sus descargos? 
En el Peru, OSCE es el encargado de velar los recursos publicos.  Sin embargo, 
nos señala cuales son criterios para considerar la individualización del consorcio. 
Al respecto lo mencionado Chambilla (2017), Conforme a lo descrito en el artículo 
220° del Reglamento solo existen cuatro criterios: 
(1) Cuando la naturaleza de la infracciona si lo permite. 
(2) Cuando la promesa formal de Consorcio permite individualizar al 
consorciado infractor. 
(3) Cuando el Contrato de Consorcio permite individualizar al consorciado 
infractor. 
(4) Cuando otros medios de prueba documental de fecha y origen cierto 
permiten individualizar al consorciado infractor. Como fecha cierta adoptan 




En palabras de Ibarra (2017), El principio de personalidad de las sanciones supone, 
que la sanción debe recaer sobre el o los autores de la infracción. Siendo que 
también podrían considerarse autores a las personas que solas o coludidas, 
realizan la acción u omisión calificada como infracción, así como a las que actúen 
por medio de otra, o que actúen como garantes. 
Sin embargo, para Revilla (2017), En la base a los supuestos que de la ley y el 
reglamento es el caso que los consorciados firmen un documento previo al proceso 
de selección en el que cada uno se compromete a determinados aspectos, por 
ejemplo si uno de ellos señala que es responsable de la presentacion de 
documentos. Es a el a quien se responsabiliza.  
La relación jurídica de los consorciados nos manifiesta Navas (2017), En la 
documentacion falsa deben ser responsables  el consorciado que presento o se 
comprometio apresentar cualquier documento especialmente las cartas fianzas son 
las que mas perjuicio ocacionan a la contratacion. 
Bajo la misma lógica Palomino (2017), resalta sobre la ley puede establecer 
excepciones la ley puede decir que sea en este caso subjetiva sino objetiva de 
como manera excepcional, bueno en la ley de contrataciones han obtado este 
camino de hacer excepciones la regla  dentro de la ley de contrataciones que la 
responsabilidad sea objetiva, como ya la norma establecido en la ley de 
contrataciones que la responsabilidad es objetiva este para  la configuracion ya no 
se analiza el subjetivo no podemos analizar por que la norma responsabilidad 
objetiva sin embargo la norma que podria inducir a un tipo de analisis subjetivo 
cuando admita justificacion en tipos infractores que admiten ello para su 
configuracion, cierto de tipo de justificacion entrariamos  analizar el tipo subjetivo  o 
no ,hay una justificacion implicaria la voluntad el dolo o la culpabilidad, la mayoria 
de los vocales piensan que no el tema de la justificacion es simplemente ver si tubo 
una justificacion no necesariamente subjetiva, por el empedimento legal. A mi 
parece que en estes casos el tipo infractor admite , tipo de justificacion yo si podria 
ldar entrar el tipo subjetivo la regla es que no, es objetiva y el tema de culpabilidad 
solamente entra a tallar o entra analisarse en el momento de graduar la sancion por 




intencionalidad entonces se habla de dolo como un criterio para para graduar la 
sancion.  
De otro lado, los entrevistados respecto del Objetivo Específico I: Determinar la 
influencia de la responsabilidad subjetiva en el procedimiento administrativo 
sancionador dentro el Organismo Supervisor de las Contrataciones del 
Estado han manifestado lo siguiente: 
4.- ¿Cómo determinar la responsabilidad de los integrantes del consorcio en 
la presentación de documentación falsa en la licitación pública? 
Para Ruelas (2017), nos menciona que se determina a partir de que el integrante 
del consorcio reconozca la negligencia cometida.  
Bajo las misma logica Navas (2017), En las contrataciones publicas por lo general 
se sanciona a las empresas o sea a las personas juridicas y la responsabilidad 
alcanza a toda la empresa, no en forma individual o personal salvo que haya 
consorciados que sean personas naturales. 
Ibarra (2017), Según el grado de participacion o intervencion en el desarrollo del 
compromiso contractual o en el desarrollo de las obligaciones.  
Sin embargo en palabras de Palomino (2017), Lamentablemente las 
individualizaciones no han sido muchas y por que muchas veces los consorciados 
han establecido formulas muy genericas no te permite establecer con seguridad 
cual de los consorciados efectivamente  aporto ese documento, sin embargo 
muchas veces en la practica nos hemos topado con el hecho de que muchas 
empresas consorciadas saben que han cometido una infraccion tratan que toda la 
resposabilidad recaiga en una sola de ellas generalmente a la empresa mas 
pequeña o que  de repente que esta sancionada de manera difinitiva  muchas veces 
se a detectado en el tribunal incluso han tratado de presentar documento falso, 
firmas de notarios falsos diciendo que avia un acuerdo en donde el que avia 
aportado tales documentos entonce creo que un tema bastante de prevenir o 
redactar buenos documentos donde se establesca las responsabilidades de cada 




de individualizacion no se da mucho me parece que eso es lo que falta mayor 
asesoria sobre todo en el momento preventivo como elabora el contrato, como 
limitar la responsabilidad de los integrantes del consorcio. 
5. De acuerdo a su criterio ¿Cuál es su opinion en cuanto a los miembros del 
consorcio, sobre la probabilidad de ser sancionados de forma individual? 
al respecto nos menciona Chambilla (2017), Obedece a un mandato de Ley 
especial y sobre todo a la incorporacion del Principio de Culpabilidad Administrativa 
en la “nueva” Ley del Procedimiento Administrativo General.  
Pero como advierte el Tribunal a nivel de su estadistica, que una modalidad de 
liberarse de la responsabilidad infractora ante la presentacion de documentacion 
falsa o inexacta es de antemano y de manera premeditada atribuir a uno de los 
consorciados la responsabilidad del hecho a sabiendas que se presentara 
informacion falsa o inexacta y cuando se puede inferir que el acuerdo de Consorcio 
involucra a todos los consorciados. Es decir, malintencionadamente se aprovechan 
del articulo 220° del Reglamento para liberarse de una infraccion administrativa, 
consignando al consorciado mas debil en el supuesto de presentacion de 
documentacion falsa o inexacta, bajo la teoria malefica del menor costo al mayor 
beneficio. 
En esa misma linea Ibarra (2017), que debería ser lo mas oportuna, dado que las 
sanciones deben ser individualizadas, dado que es un procedimiento administrativo 
que genera penalidades. Pero tambien enfatiza Ruelas (2017), Los miembros 
debes evaluar previamente al infractor. 
6. ¿Cuál es su opinion acerca de la eventual incorporacion de la 
responsabilidad subjetiva en OSCE? 
Ruelas (2017), No estoy de acuerdo ya que al haberse cambiado la subjetividad 
por la objetividad conforme con el D.S. 006-2017-JUS este debio ser tambien 
objetivo. 
Navas (2017), Esta responsabilidad subjetiva seria un poco peligrosa por que 




diferenciar las diferentes clases de responsabilidad subjetiva por que la 
intencionalidad es muy dificil de proba. 
Bajo la misma línea en palabras de Revilla (2017), Es bastante complicado pues 
los proveedores que estan mal acostumbrados a presentar documentos falsos o 
inexactos van a alegar que ellos desconocian u otro. 
Chambilla (2017), Toda regla tiene una excepcion. Es decir, ante una 
responsabilidad objetiva dispuesta en la Ley de Contrataciones del Estado, tambien 
se permite de manera excepcional la responsabilidad subjetiva (“Salvo aquellos 
tipsinfractores que admitan la posibilidad de justificar la conducta”), asi lo trae a 
colacion el articulo 50.1 de la Ley de Contrataciones del Estado modificado en 
enero del 2017. 
Ademas, obedece a un mandato de Ley especial y sobre todo a la incorporacion 
del Principio de Culpabilidad Administrativa en la “nueva” Ley del Procedimiento 
Administrativo General.  
Para ser mas explicito, la responsabilidad subjetiva esta inmersa al momento de 
determinar la gradualidad de la sancion administrativa por ejemplo. 
Palomino (2017), Eso es lo adecuado que deberia incorporarse la responsabilidad 
objetiva en la ley de contrataciones por que es el doctrina dominante no solo 
analizar si hubo o no la accion, hubo la causa y el efecto tambien el tema subjetivo 
es importante, si hubo dolo o culpabilidad, son elemento subjetivos. si tu fuiste 
deligente pero como la responsabilidad es objetiva a pesar de que ayas tenido la 
minima voluntad de  cometer una infracion, deligente y has hecho la fiscalizacion 
preventiva  antes de presentar el documento verificaste el emisor te a respondio 
que si el documento era verdadero, posteriomente en una fiscalizacion posterior el 
emisor da marcha a tras y dice que es falso, entonces ahí no hay ninguna intension 
pero como la responsabildad es objetiva igual te voy a sancionar podriamos llegar 
a estes niveles absordo o de injusticia si no se verifica bien el tema subjetivo. 
 
Respecto del Objetivo Específico 2; establecer cómo influye la 




dentro el organismo supervisor de las contrataciones del Estado, los expertos 
han manifestado lo siguiente:  
7. ¿Cómo determinar quien de los integrantes del consorcio es el que aportó 
el documento cuestionado? 
Palomino (2017), La norma establece determinados documentos en las cuales es 
posible que las partes de un consorcio puedan establecer determinadas 
obligaciones de las cuales se tienen que inferir de manera cierta cual de los 
integrantes del consorcio es que haya cometido la infraccion o ya sea aportado 
documento falso o inexacto, haya cometido tal infraccion de inejecucion de 
obligaciones. 
Ruelas (2017), Por la propuesta inicial. 
Navas (2017), La determinacion del integrante del consorcio que presento el 
documento cuestionado, ya no es materia de la investigacion adminstrativa sino de 
la investigacion penal se entiende que es un documento falso que debe ser 
investigado ante el ministerio publico.  
Revilla (2017), Por el documento previo en el que ambos señalan quien debia 
presentar. En caso contrario, todos. 
Ibarra (2017), El nivel de organización y funciones asignadas de manera previo por 
la persona natural o juridica, debe determinar quien ha generado la falta objeto de 
sancion. 
Chambilla (2017), Se establece a partir de las obligaciones individualizadas que 
corresponden a cada miembro consorciado y al supuesto infractor que deben 
aparecer en la promesa formal del consorcio o en el contrato de consorcio, incluso 
en una adenda al contrato con fecha cierta. En caso de no encontrarse las 
obligaciones debidamente individualizadas, la responsabilidad es SOLIDARIA. 
8. ¿Cual es la reprochabilidad de la conducta de los  Consorcios sin 
considerar el dolo como elemento de la culpabilidad? 
Chambilla (2017), Si entendemos al Dolo administrativo como la  intencionalidad u 




permitiria imponer una sancion tasada, una responsabilidad objetiva, sin considerar 
la responsabilidad subjetiva. El T.U.O. de la Ley N° 27444 permite la 
responsabilidad subjetiva como regla y la responsabilidad objetiva como excepcion, 
y ello en base a la proteccion del interes publico. Para ello tengase presente los 
procedimientos sancionadores ante la SUNAT y el Tribunal de Contrataciones 
(OSCE) que establecen la responsabilidad objetiva y restringen la responsabilidad 
subjetiva en proteccion del erario nacional o la maximizacion del valor de los 
recursos publicos. 
Navas (2017), El dolo como lo he manifestado no es un elemento propio del 
derecho administrativo sancionador especialmente en las contrataciones del estado  
por que significaria un mayor estudio en el ambito penal de la dogmatica y la parte 
sustativa  en area administrativa no se practica. 
Revilla (2017), El no tener  el cuidado o seriedad debido.  
Ruelas (2017), No existe reprochabilidad ya que la inhabilitacion es suficiente. De 
ser conducta dolosa es por el grado de peligrosidad presentada. 
Ibarra (2017), Se podria sancionar a quienes no tengan responsabilidad, o no 
hayan tenido conocimiento de la falta sancionable. 
Palomino (2017), El tema subjetivo entra en el tipo infractor lo que queda en la 
culpabilidad en el tipo penal es el reproche es decir que la sociedad de reproche no 
a ver actuado de una manera diferente cuando tu lo sabias que loque estababas 
cometiendo era un delito o una infraccion, como no actuaste a pesar de ser 
consiente no actuaste la sociedad te reprocha el tema de culpabilidad en el tipo 
infractor queda el reproches  ya no se analisa el tema subjetivo, en tipo infractor se 
analiza el dolo o culpa pero en la culpabilidad lo que a quedado tipico, antijuridico 
y culpabilidad, lo que a quedado es el reproche pudiendo hacerlo no hayas 
adoptado una conducta diferente en el tema del tipo infractor tambien seria lo 
mismo, el tema del reproche no como configuracion del tipo sino que por el tema 
penal. ej. Casar un menor de edad aca esta prehibido  por el tema cultural esta 
permitido, determina cultura por las condiciones culturales en aca ahí un reproche 





9. Asimismo ¿Cuál es la distinción entre culpabilidad del hecho y culpabilidad 
del autor? 
Navas (2017), La responsabilidad de los hechos o de las cuestiones facticas que 
se producen es la materia mas importante de la investigacion  adminitrativa 
sancionadora y la culpabilidad del autor es algo secundario  que solomente servir 
criterios de graduacion de la pena pero no le eximen como sucede en el derecho 
penal.  
Ruelas (2017), En la culpabilidad de hecho es un reproche y en la culpabilidad de 
autor es de mayor responsabilidad  por el grado de peligrosidad. 
Ibarra (2017), El primero se  refiere a la conducta objeto de sancion, y lo segundo, 
a quien se atribuye de manera especifica, esa conducta objeto de sancion. 
Chambilla (2017), La culpabilidad del autor permite individualizar al causante del 
hecho infractor. Es el factor de atribucion del hecho. 
La culpabilidad del hecho solo permite identificar la conducta infractora mas no 
individualizar de quien proviene la ejecucion de la misma.  
 
3.2. descripción de resultados: técnica análisis documentos 
A continuación, en la ficha de análisis de casos, se ha considerado necesario 
incorporar los objetivos para el análisis de cada caso con la finalidad de determinar 
la relación existente entre el problema, los objetivos y los ítems que se plante en el 
análisis de casos. 
ANALISIS NORMATIVO NACIONAL 
La ley de Contrataciones del Estado regula todo lo referente a las Contrataciones 
Estatales de Bienes, Servicios y Obras. En la cual su finalidad está orientada a la 
maximización del valor de los recursos públicos, en la cual se invierten a promover 
la actuación bajo el enfoque de la Gestión por Resultados. Siendo una forma 
oportuna bajo las mejores condiciones en los precios y calidad. 




Fragmento ubicado el Articulo N°13 inciso 3 de la Ley de Contrataciones del 
Estados 
Art. 13.3 Las infracciones cometidas por un consorcio durante el procedimiento de 
selección y la ejecución del contrato, derivado de, se imputan a todos sus 
integrantes de manera solidaria, salvo que, por la naturaleza de la infracción, la 
promesa formal, contrato de consorcio, o cualquier otro medio de prueba 
documental, de fecha y origen cierto, pueda individualizarse la responsabilidad. En 
este caso, se aplica la sanción únicamente al consorciado que la cometió.  
El presente artículo nos da la posibilidad de establecer la individualización de la 
responsabilidad de los consorciados, por la naturaleza de la infracción que se 
pueda cometer. Se puede establecer una adecuada aplicación de una 
responsabilidad subjetiva, donde se pueda analizar de acuerdo a los criterios 
establecidos por el Tribunal de Contrataciones del Estado y puedan tener mayor 
análisis doctrinal y jurisprudencial los vocales del Tribunal. 
Fragmento ubicado el Articulo N°50 inciso 1 de la Ley de Contrataciones del 
Estados en el último párrafo. 
Art. 50.1. La responsabilidad derivada de las infracciones previstas en este artículo 
es objetiva, salvo en aquellos tipos infractores que admitan la posibilidad de 
justificar la conducta. 
 El presente artículo nos señala que las infracciones previstas son objetivo, pero al 
mismo tiempo nos deja entra la posibilidad dentro de una justificación se puede 
individualizar al infractor como se puede establecer o determinar una conducta que 
lo puede ser justificado, mediante qué criterios lo establece tribunal lo para poder 
admitir una responsabilidad subjetiva. 
Interpretación normativa 
El Reglamento de la ley de Contrataciones del Estado son de ámbito nacional, 
siendo competencia exclusiva del Ministerio de Economía Y finanzas el diseño 




Fragmento ubicado el Articulo N°220 inciso 1 de la del Reglamento de Ley de 
Contrataciones del Estado. 
Art. 220.1.  Las infracciones cometidas por un consorcio durante el procedimiento 
de selección y la ejecución del contrato, se imputan a todos los integrantes del 
mismo, aplicándose a cada uno de ellos la sanción que le corresponda, salvo que, 
por la naturaleza de la infracción, la promesa formal o contrato de consorcio, o 
cualquier otro medio de prueba documental, de fecha y origen cierto, pueda 
individualizarse la responsabilidad. La carga de la prueba de la individualización 
corresponde al presunto infractor. 
En esta parte del reglamentó debería establecer una presión sobre la prueba 
documental donde dicen de fecha cierta y origen cierto, no esta tan clara ya que 
esta norma es parte sancionador, por ende, debería está muy claro para poder 
imponer sanciones a los administrados que en este caso son los consorciados, y 
para una protección adecuado de los recursos públicos del Estado así mismo de 
todos los contribuyentes. 
Interpretación normativa  
La Ley del Procedimiento Administrativo General, en el capítulo III establece los 
procedimientos sancionadores establece las infracciones administrativas y las 
sanciones correspondientes para los administrados. El contenido en el presente 
capitulo se aplican con carácter supletoria a toso los procedimientos establecidos 
en Leyes especiales, los que necesariamente deben observar los principios de la 
potestad sancionadora administrativa a que se refiere el art. 246, así como la 
estructura y las garantías previstas. 
Fragmento ubicado el Articulo N°246 inciso 10 de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General. 
Art. N°246, el principio de culpabilidad inciso 10. la responsabilidad 
administrativa es subjetiva, salvo los casos en que la ley o decreto legislativo se 




Con la última modificatorio del Decreto Legislativo N° 1272 se ha incorporado uno 
de los principios de gran importancia según el tribunal constitucional que es la 
culpabilidad su aplicación es un limitador del ius puniendi del Estado en la cual se 
brindara una mejor garantía para los administrados, donde este debe establece la 
existencia de dolo o la culpa para poder ser sancionado. 
Derecho comparado  
El Código de Derecho Administrativo Español, nos señala que en capitulo III están 
regulados los principios de la potestad sancionadora donde se establecen los 
límites de la administración contra los administrados. 
Fragmento ubicado en el Capítulo III del CÓDIGO DE DERECHO 
ADMINISTRATIVO, Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. 
Art. 28. Responsabilidad. 1. Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos 
de infracción administrativa las personas físicas y jurídicas, así como, cuando una 
Ley les reconozca capacidad de obrar, los grupos de afectados, las uniones y 
entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos, 
que resulten responsables de los mismos a título de dolo o culpa. 
Comentario: En este fragmente de la norma española se precisa que pueden ser 
sancionados tanto personas física y jurídica siempre y cuando se pueda establecer 
a titulo dolo o culpa. Donde como principio general se estableció como un limitador 
de la potestad Estatal y que los administrados puedan tener una garantía a un 
adecuado proceso sancionatorio. 
 
Fragmento ubicado en el libro II del PROCEDIEMINTO ADMINISTRATIVO, Ley 
General de la Administración Publica. 
SECCION TERCERA 
De la Responsabilidad Disciplinaria del Servidor 
Artículo 211.1. El servidor público estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por 




con dolo o culpa grave, sin perjuicio del régimen disciplinario más grave previsto 
por otras leyes. 
Comentario: en esta norma se menciona que bebe ser sancionado cuando le 
agente actuado con dolo o culpa, para que se pueda sancionar portal infracción. 
3.3. Descripción de resultados: técnica de análisis de jurisprudencial 
Expediente N° 3428/2016.TC 
Según el análisis realizado al Expediente N° 3428/2016.TCE, recaída en la 
Resolución N°75113 1476-2017-TCE-S4, siendo competente el tribunal de 
contrataciones del Estado, se identificó la discusión de la controversia que a 
continuación se detallará: el 07 de julio del 2017, el representante legal presento el 
recurso de reconsideración, contra la Resolución al tribunal de contrataciones del 
Estado señalando que  
Infracción Administrativa: Responsabilidad al haber presentado documentos 
falsos y/o inexacta. 
Objeto Jurídicamente Protegido: Patrimonio del Estado 
Normativa: Art.50 inciso 1 de la Ley de Contrataciones del Estado sobre 
Infracciones y Sanciones Administrativas. Art. 220 inciso 1 del Reglamento de Ley 
de Contrataciones del Estado sobre Sanciones a Consorcios.  
Problemática Jurídica: 
El Consorciado Trasantlántica conformado por la empresa Corporación de 
Construcción e Inversiones S.A.C., la Constructora Transatlántica S.R.L. y el Señor 
Víctor Hugo Carbajal Alzamora, presentaron documentación falsa “declaración 
jurada” al momento de tratar de ganar la Buena Pro en la Licitación Pública N°06-
2013/MPCH-CE en la Primera Convocatoria. Iniciándole un Procedimiento 
Administrativo Sancionador por incurrir en aquella Infracción. En donde en primera 
instancia no asumen la responsabilidad de lo sucedido ninguna de las empresas 





Se resolvió finalmente declarar Infundados los Recursos de Reconsideración 
interpuestas por las empresas y Proceder con las Sanciones Administrativas a 
todas las empresas. Proporcional a su participación. 
Comentario:  
En la presente jurisprudencia no se está valorando la última modificatoria del 
Procedimiento Administrativo Sancionador en la cual se incorporó el Principio de 
Culpabilidad, en donde se establece la Responsabilidad tanto Objetiva como 
Subjetiva. Sin embargo, en el Reglamento de La Ley de Contrataciones del Estado 
en su Art. 220. 1 mencionan que salvo por la naturaleza de la infracción a través de 
la promesa formal o contrato de consorcio se puede Individualizar la 
responsabilidad al presunto Infractor con el medio probatorio de origen y fecha 
cierta. En la cual no se precisa en que momento debería presentar, antes, después 
o durante.  
ACUERDO N° 05-2017/TCE – referido a la individualización de responsabilidad en 
base a la promesa formal de consorcio por la presentación de documentación falsa 
o adulterada contenida en la oferta.  
Tipo de Documento: el peruano  
Título del Documento: Acuerdo de Sala Plena referido a la individualización de 
responsabilidad en base a la promesa formal de consorcio por la presentación de 
documentación falsa o adulterada contenida en la oferta 
Fecha del Documento: setiembre de 2017 
Procedencia del Documento: Perú 
Consideración General:       
El OSCE en acuerdo de Sala Plena N° 05-2017, publicado el 29 de setiembre del 
2017 en el Diario Oficial “El Peruano” desarrolla indirectamente en mayoría con voto 
discordante el supuesto excepcional de culpabilidad para el caso del Contrato de 
Promesa Formal de Consorcio, cuando del mencionado documento se puede 
advertir las obligaciones de cada uno de los miembros del consorcio y a partir de 




individualizadas y no son solidarias- permiten  atribuir culpabilidad al consorciado 
infractor por el incumplimiento de las obligaciones emanadas del Contrato de 
Promesa Formal de Consorcio. 
Conclusión del Análisis Documental 
Es decir, se impone una sanción administrativa al Consorciado que tiene la 
obligación individualizada y exclusiva en el Contrato de Promesa Formal de 
Consorcio de presentar la documentación como parte de la oferta, cuando esta es 
falsa o inexacta. Si de la Promesa Formal de Consorcio no se verifica la 
individualización de las obligaciones de los Consorciados, permitirá al Tribunal en 
el supuesto infractor atribuir solidariamente a todos los miembros del Consorcio la 
conducta infractora y sanción. 
La culpabilidad para el OSCE en sus pronunciamientos está enmarcada en el 
artículo 13° de la Ley de Contrataciones y en concordancia con el artículo 220° del 
Reglamento de la Ley referida. 
EXP. N.° 2192-2004-AA /TC 
Sanción disciplinaria: gravedad de las faltas cometidas y del daño patrimonial 
ocasionado al Estado. 
Objeto Jurídicamente Protegido: la libertad de trabajo, a la dignidad y la igualdad 
ante la ley. 
Normativa: Art. 2º, Constitución política del Perú inciso 24, literal d), en la cual se 
señala que “Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo 
de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e 
inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley” 
 
Problemática Jurídica: 
Los administrados don Gonzalo Antonio Costa Gómez y doña Martha Elizabeth 
Ojeda que fueron seguidos por un proceso administrativo disciplinario, en la cual 
manifiestan que no se cumplió con una investigación imparcial para determinar la 




que el Tribunal Constitucional debería establecer los principio básico como es el 
principio de culpabilidad es un limitador para no abusar del poder que tienen la 
administración sobre los administrados.   
Decisión: 
Se resolvió finalmente declarar Fundada la acción de Amparo, interpuestas por don 
Gonzalo Antonio Costa Gómez y doña Martha Elizabeth Ojeda Dioses. Dispone que 
la municipalidad provincial de tumbes, debe incorpora a su centro de labores.  
Comentario:  
En el mundo doctrinario se ha generado un debate referente al análisis de esta 
norma que es el principio de culpabilidad sobre su incorporación en el 
procedimiento administrativo sancionador, para su aplicación se requiere de mucho 
balague doctrinal y jurisprudencial para una adecuada aplicación   en garantía de 
los administrados.  
 
SENTENCIA 246/1991, de 19 de diciembre  
Infracción administrativa: falta de funcionamiento del cajero de apertura 
retardada y de la alarma. 
Objeto Jurídicamente Protegido: lesionado sus derechos fundamentales a la 
presunción de inocencia 
Normativa: art. 10 del Real Decreto 1084/1978, en relación con el art. 7 del Real 
Decreto 2113/1977. 
Problemática Jurídica: 
 La problemática versa sobre Entidad mercantil del Banco de Bilbao, Sociedad 
Anónima. quien fue sancionada por no bridar los mecanismos de seguridad de la 
sucursal alegado no funcionaron las alarmas, pero en la cual la actora menciona 
que se la vulneración a sus derechos fundamentales, ya que no se le puede 





Se resolvió con la desestimar el recurso de amparo interpuesto por la entidad 
mercantil «Banco Bilbao Vizcaya, Sociedad Anónima». 
Comentario:  
En el mundo doctrinario se ha generado un debate referente al análisis de esta 
norma sobre el principio de culpabilidad en cuanto a su incorporación al 
procedimiento administrativo sancionador, pero a diferencia del derecho penal 
como menciona el tribunal constitucional con ciertos matices, pero considerando 
como elemento subjetivo determinar la intención del administrado. Es decir, se 
busca la correcta interpretación de la misma. Al final lo que se busca es comprobar 
la responsabilidad subjetiva del administrado. Por ende, el caso en mención ha 




























En esta parte del capítulo se señalará los aspectos más relevantes de los 
resultados desarrollados en la presente investigación. también estos contrastes 
partirán a partir de las fuentes utilizadas, sean esta legislación, doctrina, 
jurisprudencia, posición de expertos y otros documentos analizados.  
4.1. aproximación del objeto de estudio 
la investigación se realiza dentro del Organismo Supervisor de Contrataciones del 
Estado, en la cual se ha realizado entrevistas a algunos funcionarios públicos 
como son los vocales y la ex presidenta ejecutiva de la OSCE, asimismo a algunos 
docentes referentes al a materia de investigación, que es el derecho constitucional 
y Ley del procedimiento administrativo general, dado que su amplio conocimiento 
sobre la doctrina y jurisprudencia en la cual tiene relevancia jurídica. 
 Al respecto OBJETIVO GENERAL “Analizar de qué manera se aplica el 
principio de culpabilidad en los procedimientos administrativos 
sancionadores dentro del organismo supervisor de las contrataciones del 
Estado” 
al respecto nos señalan los entrevistados, para Revilla (2017), considera que para 
el  caso de contrataciones del Estado, el Trbunal de contrataciones ha venido 
aplicando (los Ultimos años) la responsabilidad objetiva. En el de los consorcios, la 
responsabilidad es la excepcion. En ese sentido, Chambilla (2017), considera lo 
siguiente: El Principio de Culpabilidad conlleva a atribuir el hecho infractor a quien 
lo ha realizado y tiene su fundamentación legal en el artículo 220° del Reglamento 
de la Ley de Contrataciones del Estado vigente, que establece de manera 
excepcional poder individualizar la conducta infractora a uno de los consorciados, 
condicionando este hecho a que aparezca en el Contrato de Promesa Formal de 
Consorcio la individualización del consorciado infractor responsable a sus 
obligaciones de presentar documentación cierta e idónea. Sin embargo, Guevara 
(2016, p.126- 127), así pues, al afirmarse una responsabilidad de las personas 
jurídicas en el Derecho penal, dicha responsabilidad ya no debería ser considerada 
un punto crítico por quienes buscan incluir el principio de culpabilidad en el Derecho 
administrativo sancionador. Por otro lado, el principio de culpabilidad dentro del 




española existe un sector mayoritario que defiende esta postura, sin embargo, pese 
a los estudios que se han desarrollado, lo cierto es que ni la jurisprudencia ni la 
LRJPAC dejan una afirmación radical al respecto.  
El principio de culpablidad a los consorcios en el OSCE para Revilla y Navas 
(2017), precisan que la La ley lo a mejorado la aplicación de este principio al 
diferenciar las responsalibildades en las empresas consorciadas solamente se 
debe sancionarse aquellla de forma directa ocaciono la infraccion. 
Asimismo, los entrevistado refieren que debería aplicar lo que señala la norma, 
según Ruelas y Ibarra (2017), principio de culpablidad a los consorcios en el 
OSCE, en razon que considera que la tal como lo señala la norma, las infracciones 
cometidas por un consorcio durante la ejecución del contrato se imputarán a todos 
los integrantes del mismo, aplicándose acada uno de ellos la sanción que le 
corresponda, sin excepción alguna.  
Por otro lado, Palomino (2017), nos manifiesta que, si abria un criterio subjetivo, 
no el criterio subjetivo es para la configuracion del tipo infractor, es como una norma 
penal de tipo objetivo y subjetivo, hay el tipo objetivo en la cual hubo la accion, 
segundo paso es analisar el tipo subjetivo si hubo accion de dolo o culpa y al 
establecer las responsabilidades  de la infracciones no hay, se queda con la accion 
ya no hay el analisis del tipo subjetivo para la configuracion de la infraccion por lo 
tanto no podemos hablar de que se aplica el tema de culpabilidad para la 
configuracion de la infraccion, sin embargo es posible individualizar la 
responsabilidad. pero individualizar no tanto por la culpabildad si no poder 
identificar quien de los integrantes del consorcio efectivamente hay cometido la 
infraccion pero no como un criterio de culpabilidad sino individualizar la 
responsabilidad. Pero sin embago la norma nos señal que su Art. 13.3 Las 
infracciones cometidas por un consorcio durante el procedimiento de selección y la 
ejecución del contrato, derivado de, se imputan a todos sus integrantes de manera 
solidaria, salvo que, por la naturaleza de la infracción, la promesa formal, contrato 
de consorcio, o cualquier otro medio de prueba documental, de fecha y origen 
cierto, pueda individualizarse la responsabilidad. En este caso, se aplica la sanción 




Al respecto, la doctrina de Nieto nos señala que la primera consecuencia de la 
exigencia de la culpabilidad es la exclusión de la responsabilidad objetiva. Pero la 
norma española nos refiere en su Art. 28. Responsabilidad. 1. Sólo podrán ser 
sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas 
físicas y jurídicas, así como, cuando una Ley les reconozca capacidad de obrar, los 
grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los 
patrimonios independientes o autónomos, que resulten responsables de los 
mismos a título de dolo o culpa. 
Respecto al OBJETIVO ESPECÍFICO 1. “Determinar la influencia de la 
responsabilidad subjetiva en el procedimiento administrativo sancionador 
dentro el Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado”.  
Al respecto nos menciona Chambilla (2017), Obedece a un mandato de Ley 
especial y sobre todo a la incorporacion del Principio de Culpabilidad Administrativa 
en la “nueva” Ley del Procedimiento Administrativo General.  
Pero como advierte el Tribunal a nivel de su estadistica, que una modalidad de 
liberarse de la responsabilidad infractora ante la presentacion de documentacion 
falsa o inexacta es de antemano y de manera premeditada atribuir a uno de los 
consorciados la responsabilidad del hecho a sabiendas que se presentara 
informacion falsa o inexacta y cuando se puede inferir que el acuerdo de Consorcio 
involucra a todos los consorciados. Es decir, malintencionadamente se aprovechan 
del articulo 220° del Reglamento para liberarse de una infraccion administrativa, 
consignando al consorciado mas debil en el supuesto de presentacion de 
documentacion falsa o inexacta, bajo la teoria malefica del menor costo al mayor 
beneficio.  
La responsabildad subjetiva, sin embargo en palabras de Palomino (2017), 
Lamentablemente las individualizaciones no han sido muchas y por que muchas 
veces los consorciados han establecido formulas muy genericas no te permite 
establecer con seguridad cual de los consorciados efectivamente  aporto ese 
documento, sin embargo muchas veces en la practica nos hemos topado con el 
hecho de que muchas empresas consorciadas saben que han cometido una 




generalmente a la empresa mas pequeña o que  de repente que esta sancionada 
de manera difinitiva  muchas veces se a detectado en el tribunal incluso han tratado 
de presentar documento falso, firmas de notarios falsos diciendo que avia un 
acuerdo en donde el que avia aportado tales documentos entonce creo que un tema 
bastante de prevenir o redactar buenos documentos donde se establesca las 
responsabilidades de cada consorciado es basico e importante, no lo estan 
haciendo e por eso es que el tema de individualizacion no se da mucho me parece 
que eso es lo que falta mayor asesoria sobre todo en el momento preventivo como 
elabora el contrato, como limitar la responsabilidad de los integrantes del consorcio. 
esa misma linea Ibarra (2017), que debería ser lo mas oportuna, dado que las 
sanciones deben ser individualizadas, dado que es un procedimiento administrativo 
que genera penalidades. Pero tambien enfatiza Ruelas (2017), Los miembros 
debes evaluar previamente al infractor. 
En es linea la jurisprudencia de la sala plena a estblecido El OSCE en acuerdo de 
Sala Plena N° 05-2017, publicado el 29 de setiembre del 2017 en el Diario Oficial 
“El Peruano” desarrolla indirectamente en mayoría con voto discordante el supuesto 
excepcional de culpabilidad para el caso del Contrato de Promesa Formal de 
Consorcio, cuando del mencionado documento se puede advertir las obligaciones 
de cada uno de los miembros del consorcio y a partir de una delimitación de sus 
obligaciones- cuando estas se encuentran debidamente  individualizadas y no son 
solidarias- permiten  atribuir culpabilidad al consorciado infractor por el 
incumplimiento de las obligaciones emanadas del Contrato de Promesa Formal de 
Consorcio. 
Es decir, se impone una sanción administrativa al Consorciado que tiene la 
obligación individualizada y exclusiva en el Contrato de Promesa Formal de 
Consorcio de presentar la documentación como parte de la oferta, cuando esta es 
falsa o inexacta. Si de la Promesa Formal de Consorcio no se verifica la 
individualización de las obligaciones de los Consorciados, permitirá al Tribunal en 
el supuesto infractor atribuir solidariamente a todos los miembros del Consorcio la 
conducta infractora y sanción. 




entrevistados nos señalan que es muy poco probable ya que en la actualidad la Ley 
lo establecido como una responsabilidad objetiva, en cuanto a ello Revilla (2017), 
no manifiesta lo Siguiente;  Es bastante complicado pues los proveedores que estan 
mal acostumbrados a presentar documentos falsos o inexactos van a alegar que 
ellos desconocian u otro. Asimismo en esa misma postura nos recalca Navas 
(2017), donde el establece que es complejo la determinacion de esta 
responsabilidad subjetiva seria un poco peligrosa por que significaria mayor analisis 
un mejor criterio de conciencia de los jueces para poder diferenciar las diferentes 
clases de responsabilidad subjetiva por que la intencionalidad es muy dificil de 
probar. Pero como nos señal la Sentencia del Tribunal Constitucional (Exp. N° 
2050-2002-AA/TC) la legalidad, culpabilidad, tipicidad, entre otros, constituyen 
principios básicos del derecho sancionador que no solo deben aplicarse en el 
ámbito del Derecho Penal sino también en materia de Derecho Administrativo 
Sancionador. En la doctrina para Ruiz y Valdiviezo (2015) consideran que en si es 
el hecho dañoso y no el denominado hecho culpable o doloso el que generaría la 
responsabilidad. Es aquel agente que crea un riesgo, es decir que con su actividad 
o su hecho cause un daño a la persona o alguna propiedad de otro, por ende, está 
en la obligación de responder por él. El principio de culpabilidad debería tomase en 
cuenta como el TC menciona en sus sentencias con ciertos matices ya que no es 
lo mismo de lo penal. Por ello Chambilla (2017), nos manifiesta que toda regla tiene 
una excepcion. Es decir, ante una responsabilidad objetiva dispuesta en la Ley de 
Contrataciones del Estado, tambien se permite de manera excepcional la 
responsabilidad subjetiva (“Salvo aquellos tipsinfractores que admitan la posibilidad 
de justificar la conducta”), asi lo trae a colacion el articulo 50.1 de la Ley de 
Contrataciones del Estado modificado en enero del 2017. 
Ademas, obedece a un mandato de Ley especial y sobre todo a la incorporacion 
del Principio de Culpabilidad Administrativa en la “nueva” Ley del Procedimiento 
Administrativo General.  
Para ser mas explicito, la responsabilidad subjetiva esta inmersa al momento de 
determinar la gradualidad de la sancion administrativa por ejemplo. 




responsabilidad objetiva en el procedimiento administrativo sancionador 
dentro el Organismo supervisor de las contrataciones del Estado”. 
Al respecto, los entrevistado nos señalan, pero para ello en la doctrina 
mencionan según Santy (2017), menciona que el principio de culpabilidad se 
materializa en la ocurrencia de una serie de elementos, es decir es necesaria la 
aplicación de una pena que esté condicionada ya sea en dolo o culpa, o que tenga 
la capacidad de comportamiento en la existencia del derecho, es decir 
imputabilidad. Además de una motivación del autor sobre la situación, es decir 
exigibilidad. Por lo mismo en su trabajo de investigación porque su importancia del 
principio de culpabilidad, para Rosito (2007) Resulta de suma importancia que se 
emita normativa específicamente en lo que respecta al derecho administrativo 
sancionador, que establezca de forma concreta-tal y como lo hace el Derecho 
Penal,  la forma de aplicación de cada una de las garantías y principios que 
conforman el debido proceso, en atención a las particulares de esta función punitiva 
estatal. En consecuencia Para Gomez (2017) el TCE está enfocada en la aplicación 
de la responsabilidad objetiva, en vista que la sanción administrativa que es pasible 
de aplicación solo puede ser comprobado de la responsabilidad subjetiva que tenga 
el sujeto infractor de un bien jurídico, todo esto en vista que se ha determinado que 
un consorciado no tiene responsabilidad por la comisión de la infracción. 
Pero al respecto para Palomino La norma establece determinados documentos en 
las cuales es posible que las partes de un consorcio puedan establecer 
determinadas obligaciones de las cuales se tienen que inferir de manera cierta cual 
de los integrantes del consorcio es que haya cometido la infraccion o ya sea 
aportado documento falso o inexacto, haya cometido tal infraccion de inejecucion 
de obligaciones. Sin embargo Chambilla Se establece a partir de las obligaciones 
individualizadas que corresponden a cada miembro consorciado y al supuesto 
infractor que deben aparecer en la promesa formal del consorcio o en el contrato 
de consorcio, incluso en una adenda al contrato con fecha cierta. En caso de no 





Si entendemos al Dolo administrativo como la  intencionalidad u accion en concreto 
para realizar el hecho infractor, el no considerar este elemento permitiria imponer 
una sancion tasada, una responsabilidad objetiva, sin considerar la responsabilidad 
subjetiva. El T.U.O. de la Ley N° 27444 permite la responsabilidad subjetiva como 
regla y la responsabilidad objetiva como excepcion, y ello en base a la proteccion 
del interes publico. Para ello tengase presente los procedimientos sancionadores 
ante la SUNAT y el Tribunal de Contrataciones (OSCE) que establecen la 
responsabilidad objetiva y restringen la responsabilidad subjetiva en proteccion del 
erario nacional o la maximizacion del valor de los recursos publicos.Por otro lado, 
Navas (2013, p.257), manifestación de una autoridad represiva que se pretende 
ejecutar contra cualquier forma de perturbación que se ocasiona por la comisión de 
causales establecidas y traducidas en el poder que tiene un órgano facultado para 
reprimir a los individuos por las conductas prohibidas en el poder jurídico 




























Se aplica El principio de culpabilidad de manera inadecuada en el procedimiento 
administrativo sancionador en el OSCE, en cuanto al Tribunal de Contrataciones 
Estado quien es el órgano encargado de imponer sanciones a los consorciados, 
todavía no están aplicar tal cual como es el principio de culpabilidad, sin embargo, 
le dan la cavidad de aplicar la responsabilidad subjetiva siempre y cuando puedan 
determinar con un documento como es el contrato formal de consorcio.  
Segundo  
La responsabilidad subjetiva influye positivamente en los procedimientos 
administrativos sancionadores en el OSCE, Tribunal de Contrataciones del Estado 
al respecto lo maneja como una excepción, pero no es posible de aplicar en todos 
los casos que se le presente sino en ocasiones, siempre que exista una 
documentación cierta donde determine las responsabilidades u obligaciones de 
cada uno de los integrantes para que se pueda individualizar a los consorciados.   
    
Tercero  
La responsabilidad objetivo influye negativamente en el procedimiento 
administrativo sancionador en el OSCE, en cuanto al Tribunal de Contrataciones 
del Estado aplica una responsabilidad objetiva, donde de forma conjunta sanciona 





















 Se ha analizado principio de culpabilidad debería aplicarse dentro del Tribunal de 
Contrataciones del Estado, para una adecuada sanción al consorciado infractor y 
se pueda individualizar sus obligaciones al momento de formar el consorcio, así 
mismo se pueda sancionar al verdadero infractor.  
Segundo 
Se requiere la responsabilidad subjetiva, Tribunal de Contrataciones del Estado al 
respecto deberian establecer con la mejor presión en cuanto a su aplicación 
responsabilidad subjetiva, ya que seria un mejor mecanismo de sancionar al 
infractor de los integrantes del consorcio.  
Tercero 
 Se requiere la responsabilidad objetiva, deberían establecer un precio para una 
adecuando forma de sancionar a los consorcios que son responsables netamente 
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Anexo 1: Matriz de consistencia 
Autora: Francisca Mollocondo López 
TÍTULO DEL TRABAJO 
DE INVESTIGACIÓN 
El Principio de Culpabilidad en el procedimiento administrativo 
sancionador dentro del Organismo Supervisor de las Contrataciones del 
Estado 
PROBLEMA GENERAL 
¿De qué manera se aplica el principio de culpabilidad en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro el Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado? 
PROBLEMAS 
ESPECÍFICOS 
1. ¿Cómo influye la responsabilidad subjetiva en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro del Organismo Supervisor de 
las Contrataciones del Estado? 
 
2. ¿Cómo influye la responsabilidad objetiva en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro del Organismo Supervisor de 
las Contrataciones del Estado? 
 
OBJETIVO GENERAL 
Analizar de qué manera se aplica el principio de culpabilidad en los 
procedimientos administrativos sancionadores dentro del organismo 
supervisor de las contrataciones del Estado 
OBJETIVOS 
ESPECÍFICOS 
1. Determinar la influencia de la responsabilidad subjetiva en el 
procedimiento administrativo sancionador dentro el Organismo 
Supervisor de las Contrataciones del Estado. 
 
2. Establecer cómo influye la responsabilidad objetiva en el 
procedimiento administrativo sancionador dentro el Organismo 
supervisor de las contrataciones del Estado. 
SUPUESTO JURÍDICO 
GENERAL 
El principio de culpabilidad se aplica de manera inadecuada en el 
procedimiento administrativo sancionador en el OSCE. 
 







1. La responsabilidad subjetiva influye positivamente en los 
procedimientos administrativos sancionadores en el OSCE. 
 
2. La responsabilidad objetivo influye negativamente en el 
procedimiento administrativo sancionador en el OSCE. 
 
 
DISEÑO DE ESTUDIO 
Teoría fundamentada 
TÉCNICAS 







Guía de entrevista 
Guía de análisis normativo 
Guía de análisis jurisprudencial 
POBLACÓN Y 
MUESTRA 
Por la naturaleza de la investigación se considerará como población y 
muestra a los entrevistados y a las normas nacionales e internacionales 
relativas al objeto de estudio. 
CATEGORÍAS 
El principio de culpabilidad  
Procediendo administrativo sancionador  
Tipo de investigación 
Orientada a la comprensión 
aplicada   














 GUÍA DE ENTREVISTA 
 
Título:  El Principio de Culpabilidad en el procedimiento administrativo 














1. De su experiencia indique, ¿como puede aplicarse el principio de culpabilidad para 
sancionar a los consorcios? 
-------------------------------------------------------------------------------------------------------------
-------------------------------------------------------------------------------------------------------  
2. ¿ Cómo se aplica en principio de culpablidad a los consorcios en el OSCE?  
-------------------------------------------------------------------------------------------------------------
------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
Analizar de qué manera se aplica el principio de culpabilidad en los 
procedimientos administrativos sancionadores dentro del organismo 
supervisor de las contrataciones del Estado. 
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3. De acuerdo a su experiencia, ¿Cómo puede individualizar a los supuestos 
infractores integrantes del consorcio para sus descargos? 
-------------------------------------------------------------------------------------------------------------
------------------------------------------------------------------------------------------------------- 





4.   De acuerdo de su opinion ¿Como determinar la responsabilidad de los 
integrantes del consorcio en la presentación de documentación falsa en la 






5. De acuerdo a su criterio ¿Cuál es su opinion sobre los miembros del 






6. ¿Cuál es su opinion acerca de la eventual incorporacion de la 






Determinar la influencia de la responsabilidad subjetiva en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro el Organismo Supervisor de las Contrataciones 
del Estado. 
 









7. ¿Cómo determinar quien de los integrantes del consorcio es el que aportó  





8.  ¿ cual es la reprochabilidad de la conducta de los  consorcio sin considera 















Establecer cómo influye la responsabilidad objetiva en el procedimiento 
administrativo sancionador dentro el Organismo supervisor de las 
contrataciones del Estado. 
. 
 
Firman del entrevistado  Sello del entrevistado 
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